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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	10-7449-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marvin Antonio Valenciano Rojas
	01-06-10
	TARJETA DE MENOR DE EDAD

-Reglamento a la Ley número 7688 sobre Tarjeta de Identidad para los Costarricenses mayores de 12 años y menores de 18. Decreto 26895-MTSS-J.

Se obliga a los menores de edad a portar la cédula de identidad en los casos en que se requería acreditar su identidad. Considera el recurrente que el Reglamento atenta contra la potestad reglamentaria del Poder ejecutivo. El asunto base, es una sanción contra un notario. 



	10-7473-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Elieti Guevara Mayorga
	03-06-10
	NIENGAN PENSION POR SUCESIÓN A DIVORCIADAS

-Artículo 9 párrafo segundo del Reglamento del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

La norma señala que no procede la pensión por sucesión cuando hubiera separación judicial, excepto si demuestra que tenía pensión por sentencia firma. En el caso base, la recurrente estaba divorciada y por esa razón se le niega la pensión. 



	10-7524-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rircardo Harbottle Chinchilla
	03-06-10
	TRAMITACION DE OFERTAS EN EL SERVICIO CIVIL

-Artículo 9 inciso d) del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. 

La norma impugnada faculta a la Dirección de Servicio Civil a no tramitar en forma temporal o indefinida las ofertas o la elegibilidad de un candidato para participar en concursos de ingreso al Servicio Civil. 



	10-7523-0007-CO

Consulta Legislativa


	José María Villalta Florez-Estrada
	03-06-10
	LEY DE SIMPLIFICACIÓN DE TRÁMITES PARA INSTALACIÓN DE MARINAS Y ATRACADEROS TURISTICOS

-Ley de Simplificación de Trámites para la Instalación de Marinas y Atracaderos Turísticos. Expediente Legislativo No. 14836



	10-7527-0007-CO

Consulta Legislativa


	Jorge Gamboa C. y otros
	03-06-10
	LEY DE MODIFICACIÓN A LA LEY DE CONCESIÓN Y OPERACIÓN DE MARINAS TURISTICAS

-Ley de Modificación de la Ley de Concesión y Operación de Marinas Turísticas No. 7744. Expediente Legislativo No. 14836



	10-7625-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Valeria Ly Guillén
	04-06-10
	REQUISITOS DE INSCRIPCIÓN ELECTORAL PARA PUESTOS MUNICIPALES

-Artículo 17 inciso g) del Reglamento para asambleas cantonales y del Órgano Consultivo Cantonal del Partido Liberación Nacional, las palabras “inscrito electoralmente”.

-Artículo 15 inciso g) del Código Municipal, las palabras “inscrito electoralmente”.

-Artículo 22 inciso c) del Código Municipal, las palabras “inscrito electoralmente”.

-Artículo 56 del Código Municipal, los requisitos señalados en el artículo 22 del mismo Código. 

Para participar en las elecciones municipales, como candidato se debe adjuntar, además de varios requisitos, una certificación de cuenta cedular con domicilio electoral, emitida por la Oficialía Mayor Electoral del Registro Civil, en la cual conste que está inscrito electoralmente por lo menos con dos años de anterioridad en el Distrito en que han de servir, para el caso de las candidaturas a síndicos e intendentes, Vice intendentes, concejos municipales de distrito y concejos de Distrito. Considera que el plazo debe contarse hasta el momento en que se toma posesión del cargo.  



	10-7483-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Damaris Loaiza Gutiérrez
	03-06-10
	PAGO DE INCAPACIDADES EN LA CCSS

- Artículo 14 del Instructivo de pago de Prestaciones en dinero de la Caja Costarricense de Seguro Social del 13 de mayo de 2002.

En el caso concreto se acusa que un pediatra de la Caja Costarricense de Seguro Social diagnosticó que su hija necesitaba tratamiento especial de lactancia, por lo que debía cuidarla las veinticuatro horas del día, para ello le extendió incapacidades mensuales; no obstante, la institución no quiere pagarle la incapacidades, apoyándose en el Reglamento impugnado.



	10-7678-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gerardo Arias Mora
	07-06-10
	LIMITACIONES PARA RECIBIR SOLO UNA PENSIÓN POR GRUPO FAMILIAR DEL REGIMEN NO CONTRIBUTIVO DE LA CCSS

-Actual artículo 7, antes artículo 10 del Reglamento del Programa del Régimen No Contributivo de Pensiones por Monto Básico de la C.C.S.S.  Aprobado por Junta Directiva de la CCSS en sesión número 8151 del 17 de mayo del 2007. Publicado en La Gaceta número 102 del 29 de mayo del 2007. 

La norma impugnada señala que “en un mismo grupo familiar, solamente se podrá conceder una pensión del  Programa Régimen No Contributivo”. 



	10-7684-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eduardo Ernesto Mora Valverde
	07-06-10
	REQUISITOS PARA AUTORIZAR CONTADORES PÚBLICOS PARA LIQUIDACIONES DE GASTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS ANTE EL TSE

-Artículos 5 inciso e) y 6 inciso 5) del Reglamento sobre el registro de contadores públicos autorizados para los servicios atinentes a las liquidaciones de gastos de los partidos políticos ante el Tribunal Supremo de Elecciones.

El reglamento exige el cumplimiento de cursos que no forman parte del plan de estudios de educación superior, para autorizar el ejercicio de la Contaduría Pública, para liquidaciones de gastos de los partidos políticos ante el Tribunal Supremo de Elecciones, promulgado por la Contraloría General de la República. 

 

	10-7752-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Lilliana Brenes Soto 
	08-06-10
	REGLAMENTO SOBRE ESPECTACULOS PÚBLICOS DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE

-Reglamento sobre Espectáculos Públicos de la Municipalidad de San José

La normativa impugnada reglamenta todo lo relativo a espectáculos públicos, lo cual está regulado por la Ley número 7440. El reglamento impone un distanciamiento de 400 metros de centros educativos, cuando la ley impone una distancia menor. 



	10-7751-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José María Villalta Florez-Estrada
	08-06-10
	VICIOS EN LA FORMACIÓN DE LA LEY DE SOCIEDADES PUBLICAS DE ECONOMIA MIXTA

-Ley Reguladora de la actividad de las Sociedades Públicas de Economía Mixta. No. 8828 del 29 de abril del 2010. 

Se acusa que la ley impugnada violó el trámite parlamentario, se apuntan vicios de publicidad y consulta a los gobiernos locales. 



	10-7797-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Virginia Eugenia Álvarez Quesada
	09-06-10
	REQUISITOS PARA RECIBIR PENSION POR VEJEZ

-Artículo 9 numeral 1 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. 

La norma impugnada señala que tiene derecho a pensión por viudez: b) Cuando hubiere separación judicial o de hecho, el cónyuge sobreviviente deberá probar que el asegurado fallecido le satisfacía una pensión alimenticia en una cuantía acorde con las necesidades básicas de subsistencia.



	10-7839-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Liza Mata Méndez
	10-06-10
	PAGO A CRUZ ROJA POR ACTIVIDADES TAURINAS

-Artículo 2 inciso ch) Reglamento de Actividades Taurinas. No. 19183-G-S DEL 07-07-89.

La norma obliga a que toda actividad que se realice en una comunidad, debe contar con la certificación de la Cruz Roja, que indique su participación en el evento con personal médico o paramédico y que el Plan de Emergencias es suficiente para la magnitud del mismo. Se acusa que se les cobran 800.000 por esa actividad y considera que esto constituye un monopolio. 

 

	10-7888-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Alberto Moreno Mena

DIRETEL S.A.L.
	11-06-10
	CONCESIONES PARA LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO SOCIAL DE COMUNICACIÓN POSTAL

-Artículos 5 y 32 del Reglamento a la Ley de Correos de Costa Rica. (Decreto Ejecutivo NO. 27238-G del 18 de agosto de 1998).

-Por conexidad la cláusula número 32 del Cartel de Licitación Pública No. 2007LN-0021-PROV, promovida por el Instituto Costarricense de Electricidad. 

El artículo 5 del reglamento impugnado señala que tendrán consideración de “carta” los envíos que contengan recibos, facturas, documentos de negocio, estados financieros y cualquier otros mensajes que no sean idénticos y “concesionario” es toda persona física o jurídica, nacional o extranjera, a quien el Ministerio de Gobernación y Policía, ha otorgado una concesión para la prestación del servicio social de comunicación postal. El artículo 32 señala que el Ministerio de Gobernación solicitará a Correos de Costa Rica cuando lo considere oportuno, valorar la necesidad, viabilidad y conveniencia de otorgar en concesión la prestación del servicio social de comunicación postal en determinada zona, región o circunscripción territorial. Se acusa que con  base en estas normas el Ministerio de Gobernación, no se le dio a DIRETEL S.A.L. la concesión y por ello no pudo cumplir con este requisitos para repartir recibos en el ICE, a pesar de que ya estaba adjudicada la concesión en el ICE. 



	10-7908-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Cinthya Valverde Muñoz
	11-06-10
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículos 6 y 10 de la Ley 4284 del 16 de Diciembre de 1968. Reformada por la Ley 5264 del 24-7-1973. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°. 

Se indica que el hecho de que se deniegue la apelación en las resoluciones dictadas en los procesos laborales de menor cuantía, causa indefensión a las partes y es violatorio del acceso a una doble instancia. 

	10-7994-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erick Guillén Miranda

Consorcio de Información y Seguridad S.A. y otros
	14-06-10
	RESOLUCIÓN CONTRACTUAL Y SU PROCEDIMIENTO EN EL ICE

-Artículo 20 de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones. No. 8660

-Artículos 182, 183 y 193 del Reglamento a la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector de Telecomunicaciones.

Las normas impugnadas regulan lo relativo a la resolución contractual y el procedimiento, en las que se sostiene, existen vicios al debido proceso. Con base en la normativa cuestionada el ICE dispuso suspender el contrato de servicios de seguridad. 



	10-8049-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José María Villalta Florez-Estrada
	14-06-10
	CONVENCION COLECTIVA DE JAPDEVA

-Capítulo XVII, artículos 124, 125, 126, 127, 128, 129, 130 y 133 de la Convención Colectiva de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica. (JAPDEVA)

Las normas impugnadas establecen el pago de una “indemnización complementaria” a los trabajadores de esa institución, en caso de que sus servicios portuarios se otorguen en concesión, adicional al pago de cesantía se les pagará un monto adicional. 



	10-8015-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Randall Martínez Chinchilla
	14-06-10
	SANCION POR NO ENTREGAR TRIBUTOS RETENIDOS

-Artículo 93 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. 

La norma sanciona con prisión de 5 a 10 años, al retenedor que no entregue al fisco lo percibido o cobrado dentro del plazo debido (impuesto de ventas e impuesto selectivo de consumo), siempre que la suma supere los 200 salarios base. El accionante considera que en este caso se da una pena desproporcionada, respecto a la pena prevista por la Ley Constitutiva de la CCSS, en el mismo tipo de conducta. 



	10-8016-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Rafael Gómez Pacheco
	14-06-10
	SANCIONES A NOTARIOS E INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCIÓN

-Artículo 144 inciso e) y 164 del Código Notarial. Ley 7764.

La norma permite que se suspenda a los notarios de uno a seis meses, cuando incumplan alguna disposición, legal o reglamentaria, que les imponga deberes u obligaciones sobre la forma en que deben ejercer la función notarial. Asimismo, se indica que la prescripción se interrumpe por la notificación de la denuncia al notario, una vez practicado este acto y mientras se tramita el proceso, no correrá plazo de prescripción alguno. 



	10-8054-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Granados Calvo

Partido Accesibilidad sin Exclusión (PASE)
	15-06-10
	LIMITACIONES IMPUESTAS A PERSONAS CO DISCAPACIDAD PARA CONCURSAR EN LICITACIÓN

-Reglamento para participar en la licitación pública tendiente a concesionar 1034 placas para transporte público en la modalidad taxi, con vehículos adaptados para personas con discapacidad. No. 35448. 

La norma impugnada impide concursar a las personas con discapacidad que se encuentran inhabilitadas para prestar directamente el servicio de taxi. 



	10-8059-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Hilman Salazar Ruíz
	15-06-10
	RAZONABILIDAD DE MULTAS EN MATERIA DE TRANSITO

-Artículo 133. h de la Ley de Tránsito por vías terrestres. No. 7331 del 13 de abril de 1994 y sus reformas. 

Se acusa que la norma contiene una relación entre la eventual infracción y la sanción (multa y pérdida de puntos para cotar con la Licencia) lesiona los principios de razonabilidad y proporcionalidad.



	10-8129-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Sanabria Ramírez

Cámara de Patentados de Costa Rica
	16-06-10
	COBRO POR SINTONIZACIÓN DE MUSICA EN LOCALES COMERCIALES.

-Aplicación del artículo 52 de la Ley de Protección de Procedimientos de Observancia de Derechos de Propiedad Intelectual. 

La norma se impugnan por cuanto considera que el hecho de que en los locales comerciales se sintonice música no contradice los derechos patrimoniales de los autores, que el problema es la beligerancia de los legisladores que insisten en radicalmente un proteccionismo más allá de los propios tratados internacionales.  Alega que esa redacción, acompañada de fuertes multas y encarcelamiento a su criterio es un atentado más a los derechos fundamentales de los propietarios de los establecimientos comerciales. 



	10-8215-0007-CO


	Tribunal de Casación Penal o Tribunal de Apelaciones de Sentencias del II Circuito  Judicial de San José.
	18-06-10
	CREACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN  DE LA SENTENCIA EN MATERIA PENAL

- Transitorios I, II y III de la Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal. No. 8837. Publicada en La Gaceta 111 del 09 de junio del 2010.

Afirma el Tribunal que hay una evidente antinomia entre los transitorios I,II,III , sobre la fecha que entra en vigencia, al señalar el transitorio I,  que entrará a regir  para los casos ingresados a partir de su publicación, y el transitorio II refiere  que un Estudio Técnico determinará la necesidad de recursos de cada  centro de trabajo conforme al reordenamiento de competencias. Asimismo el transitorio III dispone que esta ley entrará en vigencia dieciocho meses después de su publicación, afectando esta antinomia el  principio de seguridad jurídica, ya que la ley  introduce nuevas causales de interrupción de la prescripción de la acción penal, amplía plazos de presión preventiva y elimina causales de revisión, y el principio de juez natural. 



	10-8251-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Miguel Ángel Aguilar Bermúdez
	20-06-10
	CONTROL DEL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN POR PARTE DE COLEGIO PROFESIONAL

-Artículos 15, 16, 17 y 18 de la Ley  Orgánica del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas.

-Artículo 12 del Reglamento de la Fiscalía del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas. No 24685-MEIC.

Las normas señalan que sólo los miembros del Colegio de Ciencias Económicas pueden ejercer la profesión en los campos de esa competencia. En el caso concreto se acusa que el Colegio se atribuye la competencia de determinar quienes, en la administración pública están calificados para ejercer determinados puestos, pidiendo incluso, la destitución de los funcionarios. 



	10-8344-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar Ocampo Soto
	22-06-10
	REQUISITOS PARA SER NOTARIO

-Artículo 3 inciso c) del Código Notarial. 

La norma establece como requisito para ejercer el notariado, un postgrado y tener al menos dos años de estar incorporado al Colegio de Abogados. Considera que la obligación de tener dos años de asociado para ejercer la función notarial, pues considera que con ello se limita el derecho al trabajo. 



	10-8432-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Amada Sofía Pacheco González
	23-06-10
	DERECHO DE APELACIÓN DE DENUNCIANTES ANTE EL TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL

-Artículos 211 y 209 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

-Acuerdo 94-04 del 07-12-2004 del Consejo Superior del Poder Judicial. 

Las normas impugnadas impiden a quejosos ante el Tribunal de la Inspección Judicial, impugnar lo que se  resuelva en una denuncia contra un funcionario judicial.

 

	10-8427-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Irma Maroto González
	24-06-10
	DECRETO QUE REGULA EL SUBSISTEMA DE EDUCACIÓN INDÍGENA

-Decreto Ejecutivo No. 22072-MEP del 25 de abril de 1993. 

El decreto impugnado regula lo relativo al subsistema de educación indígena, sin hacer la consulta respectiva a los pueblos indígenas, tal y como lo establecen los instrumentos internacionales y la legislación interna. Cuestiona además, la forma como se regula el nombramiento de docentes en las comunidades indígenas.  



	10-8445-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Hugo Bolaños Espinoza
	24-06-10
	CORRECCION DE ERRORES EN LA IMPUTACIÓN SE PUEDEN REALIZAR EN LA AUDIENCIA

-Aplicación del artículo 348 del Código Procesal Penal. 

Mediante sentencia 204-09 es condenado penalmente por dos delitos, a pesar de que el Ministerio Público concluyó que sólo era posible tener por demostrado un solo hecho. Planteó recurso de casación y fue declarado sin lugar, aplicando el artículo impugnado que establece que “la corrección de simples errores materiales o la inclusión de alguna circunstancia que no modifica esencialmente la imputación ni provoca indefensión, se podrá realizar durante la audiencia, sin que sea considerada una ampliación de la acusación o la querella”.



	10-8535-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Acevedo Angulo
	25-06-10
	DESPIDOS DE FUNCIONARIOS MUNICIPALES SE REMITEN A LA VÍA LABORAL

-Artículo 150 del Código Municipal. 

El artículo regula lo relativo a las impugnaciones de despido de funcionarios municipales, en el sentido de que se apelará al tribunal de trabajo, cuando se agote la vía administrativa y señala que ahora, con el voto 9928-10 de la Sala la materia de empleo público se conocerá en vía contenciosa; no obstante en materia municipal se continúa enviando a los tribunales laborales.



	10-8532-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rubén Ramírez Quirós
	25-06-10
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículos 143, 144, 145 y 149 del Código Notarial. 

Las normas impugnadas  regulan el proceso disciplinario “jurisdiccional” contra notarias y notarias públicos. El recurrente considera que las normas son oscuras y que imponen penas exageradas. Acusa además que en materia notarial no se permite la conciliación.   



	10-8556-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Enrique Salmerón Barquero
	25-06-10
	PAGO DE DISPONIBILIDAD Y HORAS EXTRAS EN A Y A

-Artículo 19 de las Normas Generales que rigen para la Autorización y Pago de Tiempo Extraordinario en las entidades del Sector Público.

-Artículo 7 del Reglamento Autónomo de Servicio del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. 

-Artículo 3 inciso 3 del Acuerdo firme número 2004-465, aprobado en la sesión ordinaria número 2004-055 del 20 de julio del 2004.

Se impugna un procedimiento administrativo en donde, con base en las normas impugnadas se estima que no es procedente el pago de disponibilidad con el de horas extra en el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. 

 

	10-8458-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Defensoría de los Habitantes de la República


	24-06-10


	OMISIÓN LEGISLATIVA EN MATERIAS QUE SE DEBEN EXCLUIR DE REFERENDUM

-Artículo 2 de la Ley Reguladora del Referéndum. No. 8492

-Interpretación del Tribunal Supremo de Elecciones en resolución número 3401-E9-2008 del 30-09-08. Se someterá a referéndum el “Proyecto de Ley de Unión Civil entre personas del mismo sexo”

Se considera que existe una omisión legislativa de excluir como materia de referéndum, los derechos de las minorías o grupos que históricamente han sido discriminados y excluidos de la sociedad costarricense, pues considera que eso constituye una violación de los instrumentos internacionales de derechos humanos y que la figura no puede ser empleada para definir la titularidad del derecho, pues esa es una discusión relevante únicamente para los miembros de los grupos afectados, por lo que considera que se viola el derecho a la igualdad y la prohibición de realizar discriminaciones contrarias a la dignidad humana, contenidas en el artículo 33 de la Constitución Política. 



	10-8555-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Yashín Castrillo Fenández
	27-06-10
	OMISIÓN LEGISLATIVA EN MATERIAS QUE SE DEBEN EXCLUIR DE REFERENDUM

-Artículo 2 de la Ley sobre Regulación del Referéndum. No. 8492. 

Contra referéndum sobre Proyecto de Unión Civil entre Personas del mismo sexo. Expediente Legislativo No. 16390. Se acusa que el no excluir esta materia del proceso. 



	10-8569-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Johan Bertarioni Morales
	28-06-10
	DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA

-Artículo 10 de la Ley 4284 del 16 de Diciembre de 1968. Reformada por la Ley 5264 del 24-7-1973. Ley que Regula el Proceso Laboral en Negocios de Menor Cuantía. 

Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°. 

Se establece  que la sentencia única en materia laboral de menor cuantía es producto de una deliberación de un Tribunal Colegiado, lo que hace dejar el portillo abierto a los litigantes de mala fe, al no requerir de una cuantificación alguna, siendo más fácil iniciar un proceso escudado en una cuantía inestimable, y esperar un fallo superior, y de ese modo, asegurarse  que dicha resolución será inapelable.  



	10-8634-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Manuel Echandi Meza
	28-06-10
	COBRO DE IMPUESTOS A MAQUINARIA DE CONSTRUCCIÓN

-Interpretación del artículo 9 de la Ley de Reajuste Tributario. No. 7088 del 30-11-1978

-Resolución 18 a) del Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano que establece un impuesto anual sobre la propiedad de vehículos, aeronaves y embarcaciones de  recreo o pesca deportiva por parte del Ministerio de Hacienda. 

Se acusa que le Ministerio de Hacienda puso a cobro el impuesto a la Propiedad de Vehículos, Aeronaves y Embarcaciones extendiendo, de manera inexplicable, el cobro a las máquinas de construcción, a pesar de que no tiene como función  trasladar y transportar personas o mercadería por vías públicas terrestres y no se trata de vehículos de lujo.

  

	10-8737-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Oscar Rojas Carmona
	30-06-10
	RECHAZO A PRIORI DE GESTIONES DE ACUMULACIÓN SOLICITADAS ANTE JURISDICCIÓN CONTENCIOSA.

-Interpretación del Juzgado Contencioso Administrativo y del Tribunal Superior Contencioso Administrativo sobre la imposibilidad y/o improcedencia de acumular materialmente los procesos de expropiación establecidos ante esa misma jurisdicción. Específicamente en el sentido que aún sin dar la audiencia de ley declaran la improcedencia de la gestión de acumulación. 



	10-8753-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Sagot Rodríguez
	30-06-10
	AUDIENCIAS PRIVADAS EN MATERIA AMBIENTAL

-Artículo 24 del Reglamento de procedimientos del Tribunal Ambiental Administrativo. Decreto número 31136-MP-MINAE

La norma señala que en la apertura del procedimiento administrativo ante el Tribunal Ambiental, una vez concluida la investigación, se citará a las partes a una audiencia oral y privada, según las prescripciones establecidas en los artículos 308 y siguientes de la Ley General de Administración Pública. Se considera que no es acorde con la Constitución el que las audiencias en materia de ambiente sean privadas.  



	10-8766-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad
	Juan Franklin Ríos Sandí y otro
	30-06-10
	SENTENCIA JUDICIAL

-Jurisprudencia de la Sala Segunda, sentencia 113-01, dictada en el expediente 94-0001779-213-LA.

Se acusa que en Sala segunda tres casos iguales, se resolvieron en forma diferente, son casos referentes al pago de auxilio de cesantía en quince meses y la unificación del criterio de los Tribunales en cuanto a fijar y limitar la competencia de la Autoridad Presupuestaria en materia convencional en el sector público, tanto en el aspecto financiero como legal. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	10-005941-0007-CO

Voto 2010-09927
	09-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Artículo 64 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. Se evacua la consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad sobre el proyecto denominado "Reforma del artículo 64 de la Constitución Política de la República de Costa Rica", expediente legislativo No. 16.680, en el sentido de que no se observan vicios en el procedimiento ni en el ejercicio concreto del poder reformador. La Magistrada Calzada salva el voto y evacua la consulta en el sentido de que el proyecto de Ley consultado contiene vicios de forma, y en consecuencia no entra a conocerlo por el fondo.-  Los Magistrados Jinesta, Cruz y Castillo ponen nota separada.-

	08-012174-0007-CO

Voto 2010-09928
	09-06-10
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. César Hines Céspedes en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que remite, en razón de la materia, a la jurisdicción laboral, los procesos que tienen como objeto la nulidad de actos administrativos vinculados a una relación de empleo público emitida con fundamento en el artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa y otras normas. Se declaran parcialmente con lugar las acciones acumuladas. Se declara inconstitucional el artículo 3°, inciso a), del Código Procesal Contencioso-Administrativo (Ley No. 8508 de 28 de abril de 2006) y la jurisprudencia de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia que, en aplicación del artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, remitía a la jurisdicción laboral cualquier controversia relacionada con una relación de empleo público al considerarla "netamente laboral", aunque el justiciable pretendiera, materialmente, impugnar la disconformidad sustancial o invalidez de una conducta administrativa o manifestación específica de la función administrativa con el ordenamiento jurídico administrativo, surgida en una relación estatutaria. En cuanto a la impugnación del artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa se desestiman las acciones acumuladas. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma y la jurisprudencia impugnadas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, las relaciones y situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, los accionantes, los coadyuvantes y las autoridades judiciales que conocen del asunto previo. Comuníquese a la presidencia de la Asamblea Legislativa y de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia.

	10-003187-0007-CO

Voto 2010-09956
	09-06-10
	A las quince horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Empresa Hidroeléctrica Los Negros S.A. en contra de los Artículos 4 párrafo último, 7 y 12 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. No 7428. y otros. Se rechaza de plano la acción.-

	10-005774-0007-CO

Voto 2010-09957
	09-06-10
	A las quince horas con veintinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Costa Flores S.A. en contra del Artículo 21.5 de la Ley de Cobro Judicial. Se rechaza de plano la acción.-

	10-007085-0007-CO

Voto 2010-09958
	09-06-10
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Dagoberto Madrigal Mesén en contra de la Resolución número 39-2010 de las 9:45 del 12-02-2010 del Tribunal Notarial. Se rechaza de plano la acción.-

	10-007257-0007-CO

Voto 2010-09959
	09-06-10
	A las quince horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Nelson Jiménez Porras en contra del Artículo 24 de la Ley N°5060 (Ley General de Casinos) del 22 de Agosto de 1972. Se rechaza de plano la acción.-

	10-007121-0007-CO

Voto 2010-09960
	09-06-10
	A las quince horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Arturo Morales Campos en contra del Artículo 981 del Código Civil. Se rechaza de plano la acción.-

	10-007059-0007-CO

Voto 2010-09961
	09-06-10
	A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Christopher John Bernstel en contra de la Jurisprudencia del Tribunal de Familia referente a los Recursos de Apelación. Se rechaza de plano la acción.-

	10-001493-0007-CO

Voto 2010-09965
	09-06-10
	A las quince horas con treinta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Kendall Alpízar Cruz en contra del Artículo 56 del Código de Familia. Se declara sin lugar la acción.-

	09-010348-0007-CO

Voto 2010-09966
	09-06-10
	A las quince horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Nacional de Agricultora y Agroindustria en contra de los Artículos 100 y 130 de la Ley de Conservación de vida silvestre, No. 7317 y sus reformas a partir de la Ley No. 8689 de diciembre del 2008. Se declara sin lugar la acción.-

	09-009090-0007-CO

Voto 2010-09967
	09-06-10
	A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Antonio Román Álvarez en contra del Decreto Ejecutivo No. 34583-MOPT. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la presunta violación al principio de reserva de ley, la libertad de tránsito y los principios de razonabilidad y proporcionalidad.- 

Los Magistrados Jinesta Lobo y Calzada Miranda salvan el voto en relación con el principio de reserva de ley y ordenan dar curso a la acción.-



	08-018003-0007-CO

Voto 2010-09968
	09-06-10
	A las quince horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Patentados de Costa Rica en contra del Artículo 8 y 10 del Reglamento Autónomo de Espectáculos Públicos aprobado por el Concejo Municipal de San José. Se rechaza por el fondo la acción presentada.-

	10-007473-0007-CO

Voto 2010-11039
	23-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Elieti Guevara Mayorga en contra del Artículo 9 párrafo segundo del Reglamento del Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano el recurso.-

	10-007752-0007-CO

Voto 2010-11040
	23-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lilliana Brenes Soto en contra del Reglamento de la Municipalidad de San José. Se rechaza de plano el recurso.-

	10-007797-0007-CO

Voto 2010-11041
	23-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Virginia Eugenia Alvarez Quesada en contra del Artículo 9, numeral 1 inciso B del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. Se rechaza de plano el recurso.-

	10-006417-0007-CO

Voto 2010-11042
	23-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mi Valle S.A. en contra del Artículo 14 del Plan Regulador del Cantón de Vásquez de Coronado. Se rechaza de plano el recurso.-

	10-007122-0007-CO

Voto 2010-11043
	23-06-10
	A las quince horas. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente a la reforma al artículo 78 de la Constitución Política. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto denominado "Reforma al artículo 78 de la Constitución Política, para el fortalecimiento del derecho a la educación", tramitado en el expediente legislativo No. 15.638, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.- Las Magistradas Calzada y Salazar salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que el proyecto de ley consultado contiene vicios de forma y en consecuencia no entran a conocerlo por el fondo.Los Magistrados Mora, Castillo y Pacheco ponen nota.-

	08-012174-0007-CO

Voto 2010-11034
	23-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. César Hines Céspedes en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que remite, en razón de la materia, a la jurisdicción laboral, los procesos que tienen como objeto la nulidad de actos administrativos vinculados a una relación de empleo público emitida con fundamento en el artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa y otras normas. Se dimensionan los efectos del Voto No. 9928-2010 de las 15 hrs. de 9 de junio de 2010, en el siguiente sentido: Las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral a la fecha de publicación íntegra de esa sentencia en el Boletín Judicial, serán conocidas y resueltas, definitivamente, por ese orden jurisdiccional, para lo cual si se trata de una pretensión que, por su contenido material y régimen jurídico aplicable, se rige por el Derecho Administrativo,  el órgano jurisdiccional laboral deberá aplicarlo. Se exceptúan de lo anterior, los procesos que sirvieron de asunto previo o base a las acciones de inconstitucionalidad acumuladas, en los que deberán readecuarse los procesos, si resulta posible o conducente, o tramitarse, desde un inicio, ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previo auto de pase de la Jurisdicción Laboral. Todos los asuntos planteados a partir del día siguiente a la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial deberán ser interpuestos  ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa o Laboral, según corresponda por el contenido material o sustancial de la pretensión y el régimen jurídico aplicable. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Procuraduría General de la República, los accionantes, los coadyuvantes y las autoridades judiciales que conocen del asunto previo. Comuníquese a la Presidencia de la Asamblea Legislativa y de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia.-

	10-008215-0007-CO

Voto 2010-11342
	29-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la Ley de creación del recurso de apelación de la sentencia, otras reformas al régimen de impugnación e implementación de nuevas reglas de oralidad en el proceso penal. No ha lugar a evacuar la consulta.-

	10-007449-0007-CO

Voto 2010-11343
	29-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marvin Antonio Valenciano Rojas en contra del Reglamento a la Ley número 7688 sobre Tarjeta de Identidad para los Costarricenses mayores de 12 años y menores de 18. Decreto 26895-MTSS-J. Se rechaza de plano la acción. 

El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y ordena darle curso a la acción.-



	10-008445-0007-CO

Voto 2010-11344
	29-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hugo Bolaños Espinoza en contra de la aplicación del artículo 348 del código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	10-007839-0007-CO

Voto 2010-11345
	29-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Liza Mata Méndez en contra del artículo 2 inciso ch) Reglamento de Actividades Taurinas. No. 19183-G-S del 07-07-89. Se rechaza de plano la acción.-



	10-007684-0007-CO

Voto 2010-11346
	29-06-10
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo Ernesto Mora Valverde en contra de los artículos 5 inciso e) y 6 inciso 5) del Reglamento sobre el registro de contadores públicos autorizados para los servicios atinentes a las liquidaciones de gastos de los partidos políticos ante el Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechaza de plano la acción.-



	10-008016-0007-CO

Voto 2010-11347
	29-06-10
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Rafael Gómez Pacheco en contra del artículo 144 inciso e) y 164 del Código Notarial. Ley 7764. Se rechaza por el fondo la acción.-



	10-008458-0007-CO

Voto 2010-11349
	29-06-10
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Defensoría de los Habitantes de la República en contra del artículo 2 de la Ley Reguladora del Referéndum. No. 8492. Interpretación del Tribunal Supremo de Elecciones en resolución número 3401-E9-2008 del 30-09-08. Se someterá a referéndum el Proyecto de Ley de Unión Civil entre personas del mismo sexo. Se rechaza de plano la acción.  El Magistrado Jinesta, y la Magistrada Pacheco salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-

	10-008555-0007-CO

Voto 2010-11350
	29-06-10
	A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yashin Castrillo Fernández en contra artículo 2 de la ley 8492, Ley sobre regulación del referéndum. Se rechaza de plano la acción.  El Magistrado Jinesta, y la Magistrada Pacheco salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-



	09-010788-0007-CO

Voto 2010-11351
	29-06-10
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Brian Glen Hirsch en contra de los incisos a), c), ch), d) y el último párrafo del artículo 47 de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, número 6043 del dos de marzo de mil novecientos setenta y siete y los incisos a), c), ch), d) del artículo 25 del Reglamento a dicha ley, emitido por Decreto Ejecutivo número 7841 del dieciséis de diciembre de mil novecientos setenta y siete. Se rechaza de plano la acción en cuanto se dirige contra los incisos c) y ch) y el último párrafo del artículo 47 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre número 6043 de dos de marzo de mil novecientos setenta y siete, y contra los incisos c), ch) y d) del artículo 25 del Reglamento a la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, Decreto ejecutivo número 7841 del dieciséis de diciembre de mil novecientos setenta y siete. Se DECLARA SIN LUGAR respecto del inciso a) de ambos artículos citados. Notifíquese. La Magistrada Calzada salva el voto parcialmente y declara con lugar la acción en relación con el artículo 47 inciso a) de la ley y 25 inciso a) de Reglamento.-



	10-000477-0007-CO

Voto 2010-11352
	29-06-10
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Maureen Patricia Ballestero Vargas en contra del artículo 262 del Código Electoral. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase que indica: "... sin perjuicio de lo que establece el artículo 68 de la Ley orgánica de la Contraloría General de la República." contenida en el Código Electoral, Ley No. 8765 de 19 de agosto de 2009, publicado en el Alcance 37 a La Gaceta No. 171 del 2 de septiembre de 2009. Se le da un plazo de treinta y seis meses a la Asamblea Legislativa para que dicte la reforma parcial a la Constitución Política y la reforma a su Reglamento para incorporar el deber de probidad como una causal de cancelación de credencial y otras sanciones. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. En lo demás, se declara sin lugar la demanda. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a las partes, y a la Asamblea Legislativa. El Magistrado Armijo Sancho y Pacheco Salazar salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Cruz Castro y la Magistrada Calzada Miranda ponen nota.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-1414-007-CO


	José Manuel Ulate Avendaño contra las Convenciones Colectivas de Trabajo de la Municipalidad de Heredia, suscritas el 4 de noviembre de 1981 y  el 10 de julio de 1998, así como el artículo 100.3 del Código Municipal. 

Resolución de 13:30 horas del 12 de mayo del 2010 

Boletín judicial 106, 107, 108 del 02, 03 y 04 de junio del 2010.


	CONVENCIÓN COLECTIVA DE TRABAJO DE LA MUNICIPALIDAD DE HEREDIA
Las convenciones se impugnan en cuanto se considera que las municipalidades son entes institucionales, en el sentido de que no son empresas, pues si bien promueven el desarrollo y prestan servicios, no tienen como giro normal la actividad de producción con fines comerciales, sino más bien con fines sociales. Por ello el  régimen de empleo de la Municipalidad es público, por lo que de acuerdo con el artículo 191 de la Constitución Política y la Jurisprudencia de esta Sala la convención impugnada  no puede continuar vigente. Aduce que la negociación no es compatible con el régimen de empleo público en la Administración, el cual no parte de mínimos superables, sino de únicos innegociables. Además, la convención colectiva de trabajo no es un simple mecanismo de definición de contenido y condiciones de la relación, es un mecanismo de reivindicación de derechos, para obtener nuevos derechos o aumentar los que se tengan.  Por otra parte, el  artículo 100.3 del Código Municipal alude a convenciones colectivas de trabajo en las municipalidades, pero solo de paso y para efectos presupuestarios, pues parte de una situación de hecho, que es que en un buen número de municipalidades hay convenciones colectivas de trabajo, pero no pretendió constitucionalizarlas. En ese sentido, el artículo debe ser anulado, o bien, interpretarse que puede continuar vigente solo en los casos en que se den jurídicamente relaciones privadas  de empleo en las municipalidades.

	10-3289-007-CO
	Guillermo Bonilla Vindas, contra los Artículos 226 y 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

Resolución de 11:45 horas del 14 de mayo del 2010
Boletín judicial 106, 107, 108 del 02, 03 y 04 de junio del 2010.


	CALCULO DE PENSIÓN EN CASOS DE INCAPACIDAD EN EL PODER JUDICIAL

Las normas se impugnan en cuanto establecen que en caso de que un funcionario o empleado se vea imposibilitado de modo permanente para el desempeño de su cargo, será separado de su puesto con una jubilación permanente, y el monto de su pensión se calculará sobre el 80% del salario promedio y no sobre el 100% o de forma proporcional al número de años laborados como debería ser.  Lo anterior, vulnera el derecho a la salud, pues el cálculo es arbitrario y desmejora su facultad de adquirir mejores medicamentos y servicios médicos para su rehabilitación. También impide el adecuado reparto de la riqueza, porque no se calcula la pensión en forma proporcional a la cotización realizada al régimen. Además, las normas menoscaban el derecho a la seguridad social, porque una vez que sobreviene la discapacidad sobre el empleado judicial, éste debe cumplir los mismos requerimientos de los trabajadores sanos, para tener derecho a una pensión total, lo cual es imposible. También se incumple la política de solidaridad social y el principio de igualdad, pues se iguala el trato que se da a los trabajadores imposibilitados con el que se da a los trabajadores con buen estado de salud, pero que son separados unilateralmente por el patrono. Se alega que en el Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, el cálculo de las personas con discapacidad es similar al de las pensiones por vejez, mientras que en el Poder Judicial se aplica una tasa abusiva,  arbitraria y contraria al principio de proporcionalidad y razonabilidad. Finalmente, las normas vulneran el contenido del artículo 51 de la Constitución Política, en cuanto a la protección especial del Estado para las personas con discapacidad.

	10-4480-007-CO
	ERICK BARRIOS SANCHO y OLGA MORERA ARRIETA, para que se declaren inconstitucionales los Decretos Ejecutivos 35687-MTSS, publicado en la Gaceta número 3 del 6 de enero del 2010 y 35717-MTSS publicado en la Gaceta 21 del 1 de febrero de 2010 .

Resolución de 08:30 horas del 24 de mayo del 2010

Boletín judicial 116, 117, 118 del 16, 17 y 18 de junio del 2010.


	PROCEDIMIENTO PARA EL NOMBRAMIENTO DE REPRESENTANTES DE LA ASAMBLEA DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS DEL BANCO POPULAR

El decreto se impugna por cuanto aún cuando la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal señala que la Asamblea de Trabajadores y Trabajadoras, goza de autonomía, los decretos impugnados reglamentan el proceso de integración de la Asamblea, extralimitándose en el uso de su potestad de reglamentaria, ya que por esta vía no es posible desaplicar y menos sustituir el artículo 14 bis de la Ley Orgánica del Banco Popular, ya que en virtud del principio de reserva de ley, solamente mediante ley formal, es posible regular el ámbito de los derechos fundamentales de los ciudadanos. Se acusa que mediante el nuevo reglamento, fueron destituidos los miembros de la comisión, sin comunicación ni explicación alguna. Se indican que el  reglamento regula una serie de aspectos que a juicio del accionante, introducen restricciones a los derechos y garantías fundamentales sin encontrar sustento en una disposición o regla de carácter superior, lo que provoca la inconstitucionalidad alegada por contravenir el régimen de libertades públicas consagrado en los numerales 1, 20 y 28 constitucionales y 7 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

	10-6476-007-CO
	Carlos Quesada Moncada y José Miguel Cisneros Guislan quienes actúan en su condición de Presidente y Secretario con facultades de apoderados generalísimos sin limitación de suma de CAMPOSANTO LA PIEDAD, SOCIEDAD ANONIMA, cédula jurídica número 3-101-143545 para que se declare inconstitucional el artículo 27 del Reglamento General de Cementerios, Decreto Ejecutivo N° 32833-S del 3 de agosto del 2005. 

Resolución de 10:45 horas del 26 de mayo del 2010

Boletín judicial 117, 118, 119 del 17, 18 y 21 de junio del 2010.


	PORCENTAJE DE NICHOS QUE DEBEN CONTEMPLAR CEMENTERIOS PRIVADOS

La norma se impugna en cuanto dispone: “Artículo 27. Deberá contemplarse un número no menor del 5% del total de los nichos para indigentes y contingencias.” Manifiestan los accionantes que la norma lesiona los artículos 45, 46 y 140 inciso 3) de la Constitución Política. El Reglamento General de Cementerios es un reglamento ejecutivo que desarrolla el contenido de varios artículos de la Ley General de Salud. Sin embargo, ni esos artículos ni cualquier otro de la Ley de Salud, autorizan al Poder Ejecutivo para desarrollar las limitaciones al derecho de propiedad y libre empresa que establece el artículo 27 impugnado. La limitación impuesta por el artículo 27 es materia de reserva de ley, por tratarse de limitaciones a derechos fundamentales. Adicionalmente, al haber excedido este reglamento los límites de la potestad reglamentaria ha violado el artículo 140 inciso 3) de la Constitución Política.

	10-6789-007-CO
	Alberto Soto Víquez contra el artículo 271,  párrafo 2) in fine del Código Procesal Penal . 

Resolución de 14:30 horas del 24 de mayo del 2010

Boletín judicial 117, 118, 119 del 17, 18 y 21 de junio del 2010.


	INDEMNIZACIÓN EN CASOS DE SOBRESEIMIENTO O ABSOLUTORIA

La norma se impugna en cuanto establece que una persona que haya sido sometida a prisión preventiva y luego es sobreseída o absuelta, puede ser indemnizada por el Estado, siempre y cuando, se de una plena demostración de inocencia. Afirma el accionante que la norma impugnada contiene una exigencia inusual y que, de hecho, constituye una verdadera excepción a la regla, toda vez que la mayoría de los casos se resuelven en aplicación de in dubio pro reo y no por certeza de inocencia.  Se introduce una discriminación arbitraria e irracional, violentando de manera flagrante el principio pro homine. El derecho a la tutela judicial efectiva no puede encontrar excepciones fundadas en privilegios irracionales, ya que, dentro de un Estado de Derecho, éste ha de ser el primero en dar el ejemplo y responder por sus actos.


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	105
	01 de junio del 2010
	Sentencia 2008-16976

Expediente 07-06845-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Iris Westin Bonilla en contra del artículo 17 de la Ley número 1922 del 5 de agosto de 1955. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 17 de la Ley Nº 1922 de 5 de agosto de 1955. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Asamblea Legislativa.-

La Magistrada Calzada y el Magistrado González Quiroga, salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	106
	02 de junio del 2010
	Sentencia 2009-18358

Expediente 08-15928-0007-CO. A las catorce horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gabriel Alvarado Prado en contra del Acuerdo del Consejo Municipal de San Carlos en acta No.56 del 26-09-2009, que aprobó el Plan Regulador para la Fortuna de San Carlos. Se declara con lugar la acción. Se anula la convocatoria realizada para la audiencia pública correspondiente a la aprobación del Plan Regulador de La Fortuna de San Carlos; las audiencias realizadas como parte del trámite de aprobación del citado Plan Regulador, asi como el acuerdo No. 05, tomado por la Municipalidad de San Carlos en el acta No. 56 de la sesión ordinaria del veintiséis de setiembre de dos mil cinco, mediante el cual se aprobó el mencionado Plan Regulador. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	115
	15 de junio del 2010
	Sentencia 2010-03951

Expediente 09-01886-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Bernal Ríos Robles en contra del Artículo 5) del Código de Familia. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional del artículo 48 inciso 5) del Código de Familia el texto que dice: Si alguno de los cónyuges no asistiere a las comparecencias, si éstas no se solicitan, o si las conclusiones a que llegue el Tribunal así lo aconsejan, el plazo para decretar el divorcio será de dos años. En lo demás, se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.- 

Los Mags. Mora, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran inconstitucional únicamente el último párrafo de la norma cuestionada.-


	115
	15 de junio del 2010
	Sentencia 2009-13604

Expediente 08-05768-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sindicato de Inspectores de la Caja Costarricense de Seguro Social en contra del Artículo 25 del Estatuto de Servicio de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción.  En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 25 del Estatuto de Servicio de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-  

Los Magistrados Vargas y Jinesta declaran sin lugar la acción y dan razones diferentes.-



	117
	17 de junio del 2010
	Sentencia 2009-06838

Expediente 07-03507-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Industrias de Costa Rica en contra del Artículo 34 Ley de Desarrollo, Promoción y Fomento de la Actividad Agropecuaria Orgánica N.8542 de 27 Setiembre de 2006. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad planteada por violación al procedimiento legislativo. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 34 de la Ley No. 8542 de 27 de setiembre de 2006, Ley de desarrollo, promoción y fomento de la actividad agropecuaria orgánica que reforma el artículo 3 de la Ley No. 8262, de 2 de mayo de 2002, Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas Empresas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.  Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

Los Magistrados Vargas y Armijo salvan el voto y rechazan de plano la acción.-



	126
	30 de junio del 2010
	Sentencia 2009-18359

Expediente 07-13786-0007-CO. A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. American Airlines, Inc en contra del Reglamento de Patentes Municipales del Cantón Central de San José. Se declara parcialmente con lugar la acción de inconstitucionalidad, respecto del artículo 49 del Reglamento de Patentes Municipales del Cantón Central de San José, Decreto Ejecutivo No. 6755-G de 20 de enero de 1977. En lo demás se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese al Poder Ejecutivo. Notifíquese.-



	126
	30 de junio del  2010
	Sentencia 2010-03298

Expediente 09-014008-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Enoc Lopez en contra del Artículo 2 de la Ley No. 6587. Le de Patentes y Artículo 7 del Reglamento de Licencias Municipales para las ventas ambulantes y estacionarias en el Cantón de Vásquez de Coronado. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula la frase contenida en el artículo 2 de la Ley de Patentes Municipales para las ventas ambulantes y estacionarias que dice: "... y solo podrán otorgarse a costarricenses por nacimiento o por naturalización." Y en cuanto al inciso a) del artículo 7 del Reglamento de Patentes Municipales para las ventas ambulantes y estacionarias en el Cantón de Vásquez de Coronado, que establece el requisito "...costarricense por nacimiento o naturalización, con al menos diez años de adquirida nuestra nacionalidad." Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo, y al Consejo Municipal de Vásquez de Coronado. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. -




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	106-107-108
	02-03-04 de junio del 2010
	Sentencia 2010-08297

Expediente 10-01095-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Partido El Puente y Los Caminos de Mora en contra del Artículo 41 del Código Electoral. Se declara con lugar la acción. Se anula la frase inscrito a escala nacional, contenida en el párrafo segundo del artículo 41 del Código Electoral, ley No. 8765 del 19 de agosto de 2009. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	106-107-108
	02-03-04 de junio del 2010
	Sentencia 2010-08298

Expediente 10-01078-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón en lo referente al Artículo 255 del Código Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 255 del Código Penal (Peligro de accidente culposo) resulta violatorio del Derecho de la Constitución, en los términos señalados en este fallo, por lo que se anula por inconstitucional. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los asuntos resueltos con autoridad de cosa juzgada material o situaciones jurídicas consolidadas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	106-107-108
	02-03-04 de junio del 2010
	Sentencia 2009-18515

Expediente 09-10410-0007-CO. A las catorce horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Presidente del Partido Liberación Nacional, Secretario del Partido Liberación Nacional, Tesorero del Partido Liberación Nacional en contra de los Artículos 88 y 153 del Código Electoral. Se rechaza de plano la acción.-



	106-107-108
	02-03-04 de junio del 2010
	Sentencia 2010-08296

Expediente 10-03430-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juez Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela en lo referente a la Directriz de la Fiscalía Adjunta de Alajuela de las catorce horas treinta minutos del trece de enero del dos mil nueve, según la cual, en los procesos por conducción temeraria, como plan reparador se debe requerir la donación del vehículo al Estado. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la directriz dictada por la Fiscalía Adjunta de Alajuela, a las catorce horas treinta minutos del trece de enero del dos mil nueve, en cuanto exige la donación del vehículo al Estado, como plan reparador para acordar la suspensión del proceso a prueba, en los delitos de conducción temeraria, resulta contraria al Derecho de la Constitución, particularmente a los principios de proporcionalidad y razonabilidad.- 

El Magistrado Cruz Castro consigna nota.-



	107-108-109
	03-04-07 de junio del 2010
	Sentencia 2010-09042

Expediente 09-02216-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Profesionales en Seguros de Costa Rica Sociedad Anónima en contra del Transitorio IX de la Ley Reguladora del mercado de Seguros Número 8653. Se admiten las coadyuvancias planteadas por las empresas "Consorcio de Seguros y Servicios Múltiples Caturra, Sociedad Anónima"; "Seguros Integral M.S. Sociedad Anónima"; "Seguros Tres Ríos Sociedad Anónima" y "Real Seguros Sociedad Anónima"  y se rechaza por extemporánea la interpuesta por la empresa "Seguros Monterrey Costa Rica, Sociedad Anónima". Se declara SIN LUGAR la acción planteada.- Notifíquese -
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AMBIENTE 

10198-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. TRABAJO EN CALLE PÚBLICA. Alega el recurrente que reside Residencial La Rivera de Esparza y funcionarios de la Municipalidad recurrida esparcieron sobre las calles de su vecindario una capa de emulsión asfáltica, encima de la cual vertieron polvo de piedra. Afirma que el material es altamente tóxico y las autoridades municipales no han hecho nada por arreglar la situación. A pesar de una orden sanitaria emitida por el Ministerio de Salud, aducen que el camión que se ocupa parra bañar de agua la zona, está ocupado. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Esparza. Se ordena al Alcalde, y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Esparza, que de inmediato cumplan con lo dispuesto por la orden sanitaria. CL

10192-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. DESCARGA DE AGUAS SERVIDAS.  Señala el recurrente que la municipalidad no ha contestado sus gestiones para que se solucione el problema de descargas de aguas servidas mal olientes, las cuales se originan en las viviendas que colindan con su propiedad y que afectan además al río Pejibaye. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde Municipal de Jiménez, PRIMERO: Brindar respuesta a la denuncia presentada el 17 de julio del 2009 por el recurrente; SEGUNDO: ejecutar las acciones que sean necesarias para que de inmediato se solucione el problema de contaminación de aguas servidas y residuales que se presenta en el inmueble del recurrente. CL

10750-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. MANTO ACUÍFERO EN BARVA DE HEREDIA. Reclama el  recurrente que a un costado de su propiedad tiene un vivero, y los recurridos procedieron a romper las rocas superficiales que contenían el denominado Acuífero Barva. Manifiesta  que con dicha actuación el agua corría por el lugar donde se construiría la carretera, razón por la cual la constructora encausó toda el agua que escapaba del manantial con dos tubos, y la desviaron hacia un lado de la carretera, cerca del puente. Establece que esa medida en apariencia evitaría que dicha agua se contaminara; sin embargo se desplaza hacia las terminales de las cunetas donde los aceites y demás líquidos de los automotores coinciden. Además indica que dicha ruptura del acuífero generó que el pozo del agua de su propiedad, en el cual trabaja todos los días, empezara a bajar el caudal, al punto que en la actualidad el agua le es insuficiente para sus necesidades vitales. Se declara con lugar el recurso por la violación a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, por el rompimiento del techo del acuífero de Barva. Se le ordena al Gerente del Proyecto San José-Caldera del Consejo Nacional de Concesiones, Secretaria General a.i. de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental y Apoderado Generalísimo del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, monitorear permanentemente el acuífero de Barva, así como informar en el plazo de un mes la efectividad de las medidas de mitigación del acuífero de Barva. De igual manera se ordena al Gerente del Proyecto San José-Caldera del Consejo Nacional de Concesiones, Secretaria General a.i. de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, Apoderado Generalísimo del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento  y Apoderados Generalísimos de la empresa Autopistas del Sol S.A., respectivamente, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. CL

10729-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. INSTALACIÓN DE RELLENO SANITARIO.  Alega el recurrente que para  el ingreso para la recepción de basura al relleno sanitario Jateo de Mora, el gobierno local no invirtió la cantidad de dinero adecuada para la apertura de las vías de acceso a dicho relleno. Añade además, que existen serias dificultades con las vías de comunicación que tiene el proyecto, los ríos Jaris y Picagres, se contaminan. Con base  en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
10749-10.CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. MANTENIMIENTO DE HUMEDAL. Indican los recurrentes que el humedal "Laguna Bonilla" ha sufrido un serio deterioro que pone en peligro el suministro de agua potable de la provincia de Puntarenas y su función ecológica. Señalan que han presentado numerosas denuncias ante diversas autoridades; sin embargo, debido a la descoordinación y poca voluntad de las dependencias estatales, el deterioro continúa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo indicado en el último considerando. SL

11503-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. PROBLEMA DE AGUAS NEGRAS POR FALTA DE ALCANTARILLADO EN PASO CANOAS.  Alega el recurrente  que el centro  de Paso Canoas de Corredores requiere con  urgencia la  construcción de un alcantarillado para las aguas pluviales. Indica que el Ministerio de Transportes terminó con los planos del proyecto, sin embargo, el mismo quedó inconcluso. En vista de lo anterior, la Municipalidad de Corredores coordinó con JUDESUR el financiamiento de la obra, misma que inició ese año, pero no obstante, no se realizaron los estudios de impacto ambiental, así como tampoco se resolvió en qué lugar serían depositadas las aguas pluviales, negras y residuales. Indican  que debido a lo anterior enviaron  comunicación a la Comisión Nacional de Emergencias quien manifestó que el problema era responsabilidad de la Municipalidad, pero hasta ahora no se ha dado una solución efectiva al problema. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al  Presidente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, Alcalde Municipal de Corredores, Presidente del Concejo Municipal de Corredores y al Director del Área Rectora de Salud de Corredores, adoptar cada uno dentro del ámbito de sus competencias, en el plazo máximo de SEIS MESES-las medidas que sean necesarias para darle una solución integral al problema de aguas negras o servidas. Deberá el Área de Salud de Corredores: a) En el plazo de quince días contados a partir de la notificación de esta sentencia realizar las pruebas técnicas consistentes en "tinciones" de fluoresceína a las 2500 viviendas y los 400 comercios del área de atracción de Paso Canoas; b) Una vez realizadas las pruebas deberá emitir de forma inmediata las órdenes sanitarias a los responsables de todas aquellas viviendas o establecimientos que la inspección determinen están disponiendo antirreglamentariamente de sus aguas negras o servidas. CL

10714-10. CENTROS RELIGIOSOS.  PERTURBACIÓN POR RUIDO. Alegan los recurrentes que el templo Cristiano  Iglesia Vida Eterna, cuenta con todos los permisos de ley. Acusan que el recurrido desde hace varios años, cuando inician los cultos, enciende una alarma que despliega ruidos estridentes y por ende, impide que los feligreses puedan escuchar el sermón, así como la participación de oración en otros. Indican que  incluso esta persona ha movido de sitio la alarma en dos ocasiones, con el fin de acercarla más a las puertas principales del templo. Indican los domingos y martes el recurrido enciende un fuego en el cual incorpora botellas y bolsas plásticas, cartones, latas y madera, y genera la combustión con gasolina y querosén, lo que provoca que el Templo se llene de humo y las personas comiencen a asfixiarse, y requieren la aplicación de medicamentos. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al  recurrido, abstenerse de realizar actividades que perturben  los actos religiosos de la Iglesia Vida Eterna en San Rafael de Heredia. En cuanto a la Municipalidad de San Rafael de Heredia y al Área Rectora de Salud San Rafael-Barva, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

10108-10. TALA DE ÁRBOLES. PROVOCA CONTAMINACIÓN Y NO SE DA AUDIENCIA A COMUNIDADES INDIGENAS. Argumenta el recurrente que el MINAET otorgó permisos para el aprovechamiento de recursos forestales y tala de árboles dentro de los territorios indígenas Huetares de Quitirrisí de Mora y Zapatón de Puriscal y que dichos permisos fueron otorgados sin notificar ni consultar a las asociaciones indígenas. Asimismo, señalan que la actividad  genera contaminación de los mantos acuíferos, aspecto que no fue analizado por las autoridades a la hora de dar los permisos. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la actuación administrativa a través de la cual las autoridades del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones autorizaron la tala de árboles en el inmueble matrícula de folio real No. 290865-001, ubicado dentro de la Reserva Indígena Zapatón de Puriscal por la falta de audiencia a los representantes de esa reserva conforme el Convenio No.169 de la Organización Internacional del Trabajo. Asimismo, se les ordena al Jefe de la Subregión Puriscal del Área de Conservación Pacífico Central del Sistema Nacional de Áreas de Conservación y de Ministro, ambos del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, mantener la suspensión de la autorización de la corta de árboles en la finca matrícula de folio real No.272894-001, hasta tanto no se acredite, fehacientemente, que esa actividad no está generando la contaminación acusada y, en caso de constatar cualquier irregularidad, adoptar, inmediatamente, las medidas necesarias para solucionar esa situación. CL Parcial

10272-10.CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR NEGOCIO DE LAVADO DE AUTOS.  Reclama el recurrente  que el auto lavado y soda que se ubica cerca de su casa   genera contaminación sónica, debido a que los vehículos que se parquean a altas horas de la noche provocan fuertes ruidos, en especial cuando tienen alarmas puestas o radios encendidos. Alega el recurrente que el local no reúne las condiciones necesarias para contener el ruido, lo que afecta a los vecinos y que la Municipalidad recurrida no ha hecho nada por arreglar el problema. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
10119-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR DISCOTEQUE. Indican las recurrentes que en varias ocasiones han denunciado la contaminación sónica que produce la "Discoteque Maglo", ubicada en el centro de la ciudad de Atenas, la cual produce un escándalo que supera lo normal y se extiende hasta altas horas de la madrugada. Las autoridades se limitan a indicar que ese negocio comercial trabaja con los permisos legales correspondientes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Atenas, tomar inmediatamente las medidas necesarias y correspondientes a efectos de que en ningún momento el ruido producido por la Discoteca Maglo, ubicada en Atenas, sobrepase los niveles de sonido permitidos. Así también se ordena al Alcalde Municipal de Atenas, definir un horario de funcionamiento para el local, atendiendo a las prescripciones sobre la materia, y evaluar si las instalaciones físicas son capaces de confinar el ruido, especialmente en horario nocturno. Esto, en el plazo de QUINCE DIAS, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, debiendo informar el resultado de esas diligencias a la Sala. CL
9966-10. RESPONSABILIDAD. DE PERSONAS FISICAS O JURÍDICAS POR VIOLACIONES AL AMBIENTE. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara Nacional de Agricultora y Agroindustria en contra de los Artículos 100 y 130 de la Ley de Conservación de vida silvestre, No. 7317 y sus reformas a partir de la Ley No. 8689 de diciembre del 2008. Las normas se impugnan en cuanto se considera que el artículo 100 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre, viola el principio de igualdad, porque la norma no efectúa ningún tipo de diferenciación, colocando a todas las personas en un mismo supuesto, sin contemplar que algunos estén en situaciones distintas al contar con permisos o autorizaciones extendidos por las autoridades pertinentes, para verter aguas residuales. Considera además que la norma impugnada violenta la razonabilidad de igualdad, pues no trata de manera desigual a quienes están en un diverso supuesto fáctico, por contar con permisos para verter aguas residuales, colocándolos en situación de igualdad respecto al resto de personas que no cuentan con tales habilitaciones. Sobre la inconstitucionalidad del artículo 130 de la Ley de Conservación de Vida Silvestre, en primer término alega el accionante que la norma viola la presunción de inocencia consagrada en el artículo 39 de la Constitución Política, pues si bien existe la figura de la responsabilidad objetiva, aplicada en otras ramas del derecho diferentes a la penal, en ella siempre subsiste una atribución del hecho y un reproche jurídico-penal de índole patrimonial, derivado de un nexo causal entre el agente responsable subjetivamente y el ente o sujeto responsable objetivamente. Considera que la carga de la prueba se invierte, puesto que la ley presume una culpabilidad concurrente de la persona física o jurídica a quien se le atribuye la responsabilidad solidaria, lo cual viola el principio de inocencia. Afirma que este artículo 130 sanciona a todos por igual, constituyendo una norma irrazonable y desproporcionada que establece una responsabilidad solidaria violatoria del principio de inocencia y la necesaria demostración de culpabilidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL
ASAMBLEA LEGISLATIVA

11043-10. REFORMA CONSTITUCIONAL. EDUCACIÓN. NO RESULTA INCONSTITUCIONAL Consulta Legislativa en lo referente a la reforma al artículo 78 de la Constitución Política. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto denominado "Reforma al artículo 78 de la Constitución Política, para el fortalecimiento del derecho a la educación", tramitado en el expediente legislativo No. 15.638, no resulta inconstitucional. Las Magistradas Calzada y Salazar salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que el proyecto de ley consultado contiene vicios de forma y en consecuencia no entran a conocerlo por el fondo. Los Magistrados Mora, Castillo y Pacheco ponen nota.  Evacuada

9927-10. REFORMA CONSTITUCIONAL. COOPERATIVAS. NO SE ENCONTRARON VICIOS DE FORMA EN EL PROYECTO CONSULTADO. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Artículo 64 de la Constitución Política de la República de Costa Rica. Se propone reformar el artículo 64 de la Constitución para que se lea así: “El Estado fomentará la creación de cooperativas como medio de facilitar mejores condiciones de vida a los trabajadores. En absoluto respeto a las funciones sindicales reconocidas por esta Constitución, el Estado, sin intromisión alguna en su desarrollo, reconocerá a las asociaciones solidaristas en tanto organizaciones mutualistas para la mejora en el nivel de vida de las y los trabajadores”. Se evacua la consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad sobre el proyecto denominado "Reforma del artículo 64 de la Constitución Política de la República de Costa Rica", expediente legislativo No. 16.680, en el sentido de que no se observan vicios en el procedimiento ni en el ejercicio concreto del poder reformador. La Magistrada Calzada salva el voto y evacua la consulta en el sentido de que el proyecto de Ley consultado contiene vicios de forma, y en consecuencia no entra a conocerlo por el fondo.-  Los Magistrados Jinesta, Cruz y Castillo ponen nota separada.- Evacuada
10719-10. SESIONES LEGISLATIVAS. CONVOCATORIA SIN REQUISITOS. Indica el recurrente que el acuerdo que convocó a la Asamblea Legislativa para realizar sesión extraordinaria el día viernes doce de diciembre de dos mil ocho, así como los acuerdos tomados en la mencionada sesión por conexión, obviaron los requisitos esenciales del acto de sesionar que debe contemplar la Asamblea legislativa.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

BANCARIO 
9996-10. GESTION.  SOBRE NUEVA EMISIÓN DE BILLETES. Los recurrentes acuden en amparo alegando que dirigieron una gestión al Gerente General del Banco Central de Costa Rica, para que se incluyera en la nueva emisión de billetes la efigie del Doctor Rafael Ángela Calderón Guardia, sin que a la fecha dicha gestión haya sido contestada o resuelta. Sin embargo, la nota enviada por los recurrentes, no contiene una petición pura y simple referida a solicitud de información alguna, pues el objeto de la misma es instarlo a que se instruya, o valore la posibilidad, de incluir la efigie del Doctor Rafael Ángel Calderón Guardia en la nueva emisión de billetes. De manera que la gestión no demanda,  en estricto sentido, una respuesta por escrito, ni siquiera favorable a las pretensiones de los amparados En consecuencia, el amparo es inadmisible, y así debe declararse. RP
COMERCIO
9968-10. REGULACIONES DE ACTIVIDAD COMERCIAL. ESTABLECIMIENTO DE HORARIOS Y PATENTES A LA ACTIVIDAD DE KARAOKE. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 8 y 10 del Reglamento Autónomo de Espectáculos Públicos aprobado por el Concejo Municipal de San José. Las normas se impugnas por estimar que son contrarias al principio de reserva legal y la libertad de comercio. El artículo 8 del Reglamento Autónomo de Espectáculos Públicos lesiona la libertad de comercio, pues no obstante ser una norma reglamentaria, restringe una actividad comercial como es el “karaoke”, estableciendo limitaciones en relación con el horario en que se puede realizar. El artículo 10 del Reglamento citado se impugna por tratarse de una norma reglamentaria a través de la cual se establece un régimen temporal para la patente de Espectáculos Públicos Permanentes, lo cual atenta contra la continuidad y permanencia de la actividad comercial al ser sometida a un régimen de renovación que no está regulado por ninguna norma legal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se rechaza por el fondo la acción presentada. RF
10524-10. PERMISO DE TRANSPORTE DE COMBUSTIBLE. REVOCAN PERMISO SIN DEBIDO PROCESO.  Alega el recurrente que la empresa que representa se dedica a la prestación de servicios de transporte terrestre de combustible para aviación, para lo cual posee cisternas que cuentan con los respectivos permisos. Acusa que  RECOPE, bajo las órdenes del Ministerio recurrido, no permitió la carga de combustible de los citados automotores, ya que por disposición del Ministro, los permisos de funcionamiento de los cisternas se habían revocado.  Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones. Se anula la resolución No. R-V-094-2010-MINAET de las nueve horas cinco minutos del 9 de marzo del 2010. Se ordena al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, que en forma inmediata inicie el procedimiento administrativo respectivo, debiendo tomar las medidas pertinentes a fin de que mientras éste se tramita no circulen los vehículos cisternas placas SR-1934 (TC-400), S-6899 (TC-605), S-14476 (TC-021), S-9393 (TC-669), S-14614 (TC-042), S-16642 (TC-1066) y S-16043 (TC-1016), salvo que se demuestre técnicamente que no constituyen un peligro para las vidas y bienes de los habitantes de la República.  Respecto a la Refinadora Costarricense de Petróleo Sociedad Anónima, se declara sin lugar el recurso. CL 

DERECHO A LA EDUCACIÓN
10727-10. EDUCACIÓN UNIVERSITARIA. NO ACEPTAN ESTUDIANTE CON ADECUACIÓN CURRICULAR SIGNIFICATIVA EN UNIVERSIDAD. Aduce la recurrente que por problemas de aprendizaje, y mientras cursó sus estudios de primaria y secundaria, le fueron aplicadas adecuaciones curriculares. Así las cosas, acusa que en el mes de enero de este año, intentó matricularse en la sede de la Universidad recurrida, ubicada en Puntarenas, con la finalidad de llevar al menos dos materias del ciclo básico de generales; sin embargo, la Directora de dicha sede denegó su gestión, bajo el argumento de que esa institución no aceptaba estudiantes que requirieran de adecuación curricular significativa. Ver en similar sentido la sentencia 11621-08. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
10635-10. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. AÚN CUANDO NO SE ENCUENTRA RECONOCIDO SE ORDENA AL MEP REALIZAR PRUEBAS DE BACHILLERATO A ESTUDIANTES. Alega el recurrente que la  empresa amparada es dueña colegio privado denominado Escuelas Internacionales Cristianas. Reclama que se han hecho todas las gestiones para registrar el centro pero no ha conseguido que se tramiten sus solicitudes. Indica que el  Departamento de Evaluación Académica, comunicó al Departamento de Centros Docentes Privados que ese colegio no está acreditado y aprobado por parte del Ministerio y en consecuencia, no podrá inscribir estudiantes para las pruebas de bachillerato, procediendo a cancelar el código hasta que la institución presente la documentación respectiva. Se declara con lugar el recurso. Proceda la Viceministra Académica de Educación Pública, el Jefe del Departamento de Centros Docentes Privados  y Jefa del Departamento de Evaluación Académica y Certificación de la Dirección de Gestión y Evaluación de la Calidad el último, todos del Ministerio de Educación Pública, CADA UNO DENTRO DEL ÁMBITO DE SUS COMPENTECIAS, a) ordenar en forma inmediata el nombramiento del delegado respectivo para que los estudiantes del centro educativo International Christian School puedan realizar las pruebas de bachillerato del presente curso lectivo, sin perjuicio de lo indicado en la parte considerativa de esta sentencia; b) Resolver en el plazo de QUINCE DÍAS -contados a partir de la notificación del presente pronunciamiento- el recurso de apelación presentado por el recurrente el 22 de enero del 2010. CL

10638-10. CENTRO EDUCATIVO. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA. Refiere la recurrente que los amparados son estudiantes de la Escuela San Bosco de Mora, ubicada en Ciudad Colón, donde reciben lecciones en un espacio inferior al metro cuadrado por persona, lo cual provoca graves condiciones de hacinamiento, unido al hecho de que por la disposición de los pabellones no existe suficiente luminosidad. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio número DFP-1172-2010 de 19 de marzo de 2010 y, en su lugar, se ordena la ejecución inmediata de lo dispuesto por la Jefa del Departamento de Formulación Presupuestaria del Ministerio de Educación Pública en su oficio número DFP-1075-2010 de 12 de marzo de 2010. Asimismo, se ordena al Ministro, al Director de Infraestructura y Equipamiento Educativo, y al  Director Regional de Educación de Puriscal del Ministerio de Educación Pública, de inmediato emitir todas las instrucciones requeridas para que se acaten las recomendaciones contenidas en el informe de inspección número DIEE-DP-0665-10 de 10 de mayo de 2010 y velar porque estas sean en efecto ejecutadas dentro del plazo improrrogable de tres meses contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de este pronunciamiento. CL

10705-10. CENTRO EDUCATIVO. CIERRE. SE ORDENA CONTINUIDAD DEL PROCESO EDUCATIVO DE MENOR. Reclama la recurrente que el Kinder  al que asistía su hijo fue cerrado, lo que lesiona el derecho a la educación del menor, pues ahora no tiene donde matricularlo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que a partir de la comunicación de esta sentencia, lleve a cabo de forma INMEDIATA todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de su competencia, a fin de garantizar la continuidad del proceso educativo del menor amparado. CL
10711-10. CENTRO EDUCATIVO. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA.  Reclama la recurrente que  debido a un percance natural se destrozó casi por completo el aula y el comedor, en el centro educativo donde se imparten lecciones. En vista de lo ocurrido, tanto la Junta como la Directora del centro educativo requirieron a la Dirección accionada brindara asesoría legal y técnica para ejecutar el proyecto de infraestructura educativa consistente en la construcción de un aula, un comedor escolar y una batería sanitaria.  Indica que ella, junto con los padres de familia que componen la Junta de Educación y el Patronato Escolar, están dispuestos a asumir los costos de la construcción del edificio que albergará a sus hijos, empero, la parte recurrida dijo que jurídicamente, en virtud del tiempo transcurrido, no era viable autorizar un procedimiento de excepción como el que se pidió. La situación que actualmente enfrentan los asistentes a ese centro de estudios es grave  estudiantes y docente, debido a que tienen que estudiar y trabajar en pésimas condiciones, con lo que se corre un riesgo para su salud. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por la trasgresión de los derechos a la vida, la salud y a la educación, consagrados por los artículos 21, 78 y 79 de la Constitución Política. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

10695-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA. OMITEN SEGUIR EL DEBIDO PROCESO Y DERECHO DE DEFENSA. Aduce  el recurrente que el amparado es estudiante del centro educativo recurrido y en ese lugar se le impuso una sanción de suspensión prolongada de lecciones, sin que para ello se le garantizara un debido proceso y su derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso y al derecho de defensa en perjuicio del amparado. En consecuencia, se anula la resolución mediante la cual, por supuesta comisión de falta gravísima,  se le impuso la medida correctiva de interrupción del proceso educativo así como el rebajo de puntos de la nota de conducta, sin perjuicio de que se enderece el procedimiento en caso de considerarse necesario, previa garantía del debido proceso y del derecho de defensa. CL

10811-10. BECA. UNIVERSIDAD NO LE DEPOSITA.  Alega el recurrente que es estudiante de la Universidad Nacional, en la carrera de Enseñanza de la Matemática. Indica que concurso para obtener una beca del Fondo recurrido, subsidio que le fue otorgado. Refiere que pese a que en este año procedió a renovar la documentación, a la fecha no se le ha depositado  las mensualidades que le corresponden. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas, que resuelva el escrito presentado por el recurrente en enero de dos mil diez y le comunique lo decidido, dentro del plazo de quince días contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. Asimismo, adoptar de manera inmediata las medidas que sean necesarias para que se le haga efectivo al recurrente las sumas que le corresponden como beneficiario de la beca otorgada. CL 

10632-10. BECA. SUSPENSIÓN INJUSTIFICADA.   Indica la recurrente  que  presentó los documentos pertinentes ante el Fondo Nacional de Becas, con el fin de que a su hija se le otorgara una beca para cursar sus estudios. Asegura que dicho beneficio le fue otorgado, no obstante, en el mes de febrero del año en curso, dicha beca le fue suspendida de manera injustificada.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas del Ministerio de Educación Pública,  prorrogar para el presente ciclo lectivo 2010 la beca otorgada a la amparada, estudiante de segundo año de la Escuela Ascensión Esquivel Ibarra, en Cartago. CL
10637-10. RECONOCIMIENTO DE TITULO. DENEGATORIA A MÉDICOS  DE REALIZAR INTERNADO. Reclaman los recurrentes que mediante el proceso de reconocimiento de diploma de Doctor en Medicina, expedidos por el Instituto Superior de Ciencias Médicas de la Habana, Cuba, los diplomas de los recurrentes fueron equiparados por las autoridades académicas costarricenses al título y grado de Licenciados en Medicina y Cirugía que otorga la Universidad de Costa Rica.  Pese a lo anterior, los amparados no han podido incorporarse al Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica, pues no han podido cumplir con el requisito indispensable para la incorporación, como es el realizar un internado acorde con los postulados del Colegio citado y de la Facultad de Medicina.  Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios Nos. ORI-3291-2009 y ORI  - 3283- 2009, ambos de 10 de setiembre de 2009, suscritos por el Director de la Oficina de Registro e Información Estudiantil, así como el oficio No. EM- D- 465-09-2009, del Director de la Escuela de Medicina, ambos de la Universidad de Costa Rica. Se ordena al Jefe de la Oficina de Registro e Información Estudiantil y al Director de la Escuela de Medicina, ambos de la Universidad de Costa Rica, que, de manera inmediata, lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias y giren las órdenes pertinentes para que se permita a los amparados  matricular y realizar el internado rotatorio. Adicionalmente, se les ordena a dichos funcionarios que se abstengan de incurrir nuevamente en las acciones que dieron mérito para estimar el presente proceso de amparo. CL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
10726-10. EXPEDIENTE. NIEGAN FOTOCOPIAS DE ASUNTO DE SEGUROS. Indica el recurrente que debido al fallecimiento de su padre se presentó a la Agencia del Instituto Nacional de Seguros y solicitó copia del caso 2009-F 842. Señala que parte del expediente ya le había sido entregado por la subdirectora de esa sede; sin embargo, el Encargado del Área de Indemnizaciones se negó a entregarle el resto de las copias y alegó que no estaba legitimado para conocer su contenido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
10201-10. LABORAL. NIEGAN INFORMACION A TRABAJADORES. Manifiestan los recurrentes  que como dirigentes sindicales solicitaron información sobre las modalidades de salario único y salario base más pluses en las categorías uno a treinta. A pesar de que se les dio la respuesta a sus gestiones, solicitaron una ampliación de la información, con el objetivo de tener un detalle del desarrollo de dichos salarios en cada una de las categorías y analizar su comportamiento en el tiempo, lo cual les fue negado por el Banco Popular. Se declara con lugar el recurso por violación al derecho de acceso a la información administrativa en su vertiente ad extra. En consecuencia, se le ordena al Jefe del Proceso de Gestión de Talento Humano de la Dirección de Desarrollo Humano y Organizacional del Banco Popular y de Desarrollo Comunal que, inmediatamente, le proporcione a los recurrentes la información detallada en los puntos 1 y 3 del oficio No. U-040-2010 de 13 de mayo de 2010. En cuanto a la libertad sindical, se declara sin lugar el recurso planteado. CL
10182-10. CONTRATOS PÚBLICOS. SE ORDENA A COLEGIO PROFESIONAL ENTREGAR INFORMACIÓN DE CONTRATO. Indica el recurrente que presentó una solicitud ante la Junta Directiva del colegio accionado, para que se le entregara una serie de documentos, entre ellos un contrato de trabajo que le interesa, el Colegio accionado se niega a brindar la información de carácter público, pues se trata de un acta y de un  contrato cubierto con fondos públicos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por violación al artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena a  la  Presidenta del Colegio de Enfermeras y Enfermeros de Costa Rica, que dentro del plazo de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia otorgue a la amparada la documentación que ésta solicitara con respecto al contrato de la amparada.  CL

DERECHO A LA SALUD
10457-10.CITAS. ATRASOS EN LA FIJACIÓN DE LA FECHA. Reclama la recurrente que tanto ella como su hijo fueron remitidos a la consulta de Otorrinolaringología de la Clínica Marcial Fallas, debido a los padecimientos que enfrentan. Indica que se presentó para que le asignaran una cita con el especialista, la cual le fue asignada  para el 2011; no obstante, han esperado varios meses, pero sus padecimientos se agudizan, y falta un año para la cita de valoración.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Directora General de la Clínica Dr. Marcial Fallas Díaz, disponer lo necesario a efecto que los recurrentes, sean valorados, inmediatamente, en el Servicio de Otorrinolaringología del centro médico recurrido. CL
10459-10. ATENCION MÉDICA. ATRASOS EN EL SERVICIO. Alegan las recurrentes que son pacientes operadas de cáncer del Hospital de la Mujer, pero necesitan tratamiento diario durante varios años. Manifiestan que suspendieron el servicio en el Hospital donde fueron operadas y las pasaron a diferentes hospitales, en donde no les dan una atención adecuada y no les fija fecha para ser internadas a efectos de recibir el tratamiento. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por violación al derecho a la salud de las recurrentes. Se ordena a la Presidente Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social y a la Directora General del Hospital San Juan de Dios,  que de inmediato le indiquen a la amparada la fecha exacta de su internamiento, que en ningún caso podrá exceder de diez días naturales a partir de la comunicación de la parte dispositiva de este pronunciamiento. En los demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

11030-10.  ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA AL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS DAR LA ATENCIÓN REQUERIDA.  Indica el recurrente que debido a un accidente laboral  fue  atendido en el Instituto Nacional de Seguros. Menciona que el INS consideró luego de varios años de atención que su lesión debía ser atendida por la Caja Costarricense de Seguro Social y debido a su constante dolor y molestia, solicitó la reapertura de su caso, pero le manifestaron que el caso ya estaba cerrado y la Caja Costarricense de Seguro Social le remitió ante el INS por considerar que su dolencia era propia de un riesgo laboral. Explica que el INS le denegó la atención médica, y se limita a establecer que debe esperarse al dictado de una sentencia en un proceso que tiene más de un año en trámites. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Jefe de la Dirección de Seguros Solidarios del Instituto Nacional de Seguros, y al Jefe Médico a. i. del Departamento de Servicios de Salud de la Dirección INS Salud, que de inmediato brinden atención médica al amparado por su padecimiento aludido en el dictamen médico legal número DML 2009-532 del 30 de marzo de 2009 hasta tanto el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José no dicte la sentencia correspondiente en el expediente judicial número 09-000200-0166-LA, tramitado por el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José. CL
10125-10. MEDICAMENTO. SE ORDENA A LA CCSS ENTREGARLO. Indica la recurrente que a su padre, el médico tratante de la CCSS le recomendó un medicamento denominado rivastigmina parhe, el cual han tenido que comprar porque el hospital no se los da y su situación económica no le  permite comprarlo más. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General del Hospital de Geriatría y Gerontología Dr. Raúl Blanco Cervantes, y al Director de Farmacoepidemiología y Coordinador del Comité Central de Farmacoterapia de la CCSS y al Gerente Administrativo de la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, que adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes para que el amparado, reciba inmediatamente el tratamiento con Rivastigmina Parche, por el tiempo y en las dosis prescritas por su médico tratante, bajo la estricta responsabilidad de éste. CL

10144-10. CIRUGIA. ATRASOS EN FIJACIÓN DE FECHA. Alega la recurrente que hace  cuatro años el amparado recibe atención médica en el Servicio de Oftalmología de Hospital San Juan de Dios, por padecer de cataratas en sus ojos.  Indica que la médico  tratante le indicó que debían operarlo de las córneas del ojo; no obstante, a la fecha han transcurrido más de  cuatro años sin que se le asigne fecha para su intervención. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora General del Hospital San Juan de Dios, que de inmediato adopte las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias para que con vista en el expediente clínico y la situación del paciente, se le brinde el tratamiento médico que requiere de conformidad y bajo estricta responsabilidad de su médico tratante. CL

10644-10. CIRUGÍA. ATRASOS POR FALTA DE PRÓTESIS. Alega la recurrente que se le diagnosticó cervicobraquialgía, por lo que su médico le indicó que requería un reemplazo de discos de las cervicales, pero que por falta de presupuesto para la compra de prótesis, no se realiza ese tipo de operaciones. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General del Hospital Monseñor Sanabria de Puntarenas y Gerente Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, que giren las órdenes pertinentes y lleven a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, de inmediato,  la amparada, sea valorada y se programe la cirugía que necesita para atender de manera integral su padecimiento, todo bajo estricta responsabilidad y supervisión de su médico tratante. CL

10140-10. CIRUGÍA. ATRASOS EN FIJACIÓN DE FECHA. Señala la recurrente que luego de una cirugía de by pass, el médico le indicó que una vez estabilizada su pérdida de peso, se le haría la cirugía reconstructiva de abdomen, brazos, piernas y busto, como parte del tratamiento y del programa al que fue admitida. No obstante, días antes de la fecha señalada para la intervención quirúrgica se le informó que ésta sería suspendida, sin darle fecha posible para su realización.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General y al Jefe del Servicio de Cirugía Reconstructiva, ambos del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que de forma INMEDIATA, a la notificación de la presente resolución, ejecuten las acciones necesarias, dentro del marco de sus competencias, para que la amparada, sea valora para la cirugía postbariátrica o reconstructiva y en caso de ser médicamente viable se le practique la cirugía en un plazo razonable todo bajo responsabilidad del médico tratante. CL

10142-10. EXAMEN MEDICO. ATRASOS EN FIJACIÓN DE FECHA. Señala el recurrente que fue referido al servicio de Oftalmología, donde se le dio una cita para once meses después. Menciona que durante la espera, el daño de su ojo izquierdo empeoró y, al asistir a la cita del tres de mayo de este año, se le realizó un examen en el que le diagnosticaron que había perdido la visión y que el daño era irreparable. Explica que también le indicaron que el ojo derecho corría el mismo riesgo, por lo que era necesario colocar un dispositivo para operarlo lo más pronto posible, pero le programaron cita para el tres de marzo de dos mil once. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, en cuanto al señalamiento de la fecha para el examen de biometría se refiere. Se ordena a la Coordinadora del Servicio de Oftalmología del Hospital San Rafael de Alajuela abstenerse de incurrir en los hechos que dieron mérito para acoger este recurso. CL

10141-10. PROGRAMAS INSTITUCIONALES. SE ORDENA REANUDAR SERVICIO DE CIRUGIA BARIATICA. Indica la recurrente que el cardiólogo del Hospital San Juan de Dios, le otorgó una referencia  para que le practicaran una "cirugía Bariática", la cual presentó ante la Jefatura de Consulta Externa para el visto bueno, sin embargo, pese al criterio médico, fue rechazada alegándose que el programa estaba cerrado y le indican que debe preguntar en 6 meses con nueva referencia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefa del Servicio de Cirugía General y Jefa del Programa de Cirugía Bariática, del Hospital San Juan de Dios, lo siguiente: a) tomar inmediatamente las medidas para reanudar el programa de cirugía bariática y b) valorar inmediatamente a la amparada, para determinar si se le debe practicar una cirugía bariática. CL
10985-10. INSUMOS MÉDICOS. DESABASTECIMIENTO PARA PERSONAS OSTOMIZADAS.  Reclama el  recurrente que cada mes le entregan bolsas y parches para la colostomía, debido a la sensibilidad de su piel, ha tratado de utilizar otros tipos pero le producen mucha irritación y el desprendimiento del material, porque no se le adaptan. Establece que  cuando llegó a retirar el material, le indicaron que no había CONVATEC # 45 y que no sabían cuando llegarían. Alega que esta situación la sufre desde el mes de enero de este año. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a  la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital Calderón Guardia, que coordinen y realicen las actuaciones que estén dentro del marco de sus competencias para que, en forma inmediata, se le suministre al amparado bolsas de colostomía número 45 mm y los parches flexibles de la marca Convatec, o cualquier otra que no le produzca ningún perjuicio a su salud de acuerdo con la recomendación de su médico tratante. CL

DERECHO DE PENSION
10196-10. RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO. NEGATIVA POR INGRESO FAMILIAR. Reclama el recurrente que presentó una solicitud ante la Institución recurrida, tendente a que se le otorgara una pensión del Régimen No Contributivo, tomando en cuenta para ello que es una persona adulta mayor que atraviesa una difícil condición económica. Sin embargo, la accionada rechazó su solicitud, debido a que el ingreso de otro de los miembros de la familia, es alto. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución número 500860659 del 20 de abril de 2010, dictada por el Administrador de la Sucursal del Seguro Social de Puntarenas.  CL

10225-10. RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO. NIEGAN PENSIÓN A MENOR CON DISCAPACIDAD. Señala  la recurrente que presentó solicitud de pensión del Régimen No Contributivo a favor de su hijo, quien tiene una enfermedad llamada artrogriposis múltiple congénita neural de cuatro extremidades. No obstante le fue negada, aduciendo que el monto establecido. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número 209070193 del veintinueve de diciembre de dos mil nueve dictada por el Jefe a.í. de la Sucursal de Grecia de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se ordena a Joaquín Bernardo Hidalgo Núñez, en su condición de Jefe Administrativo de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social en Grecia, o a quien en su lugar ejerza el cargo que dicte las medidas que sean necesarias para que se retrotraiga el procedimiento de análisis de la solicitud de pensión de la amparada al momento anterior en que se dictó la resolución anulada y que se valore nuevamente su situación al amparo de la normativa vigente. CL
11257-10. PENSIONES COMPLEMENTARIAS. RETIRO DE LA  TOTALIDAD DE LA PENSIÓN COMPLEMENTARIA A LOS 10 AÑOS. Reclama el recurrente que se presentó a la  Operadora de Pensiones del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, para que se le devolvieran los dineros que tiene acreditados en la operadora de pensiones de esa entidad, por tener los diez años que señaló la ley para retirar la totalidad de los dineros, pero no se le entregaron, bajo el argumento de que, por orden de la Superintendencia de Pensiones, no se debían entregar esas sumas hasta nuevo aviso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
11230-10. PENSIÓN DE INVALIDEZ VEJEZ Y MUERTE DE LA CCSS. SE NIEGA BENEFICIO A SOBREVIVIENTE. Alega la recurrente que como esposa del fallecido solicitó una pensión; no obstante, el beneficio solicitado le fue denegado bajo el argumento de que no vivían juntos y que ella no dependía de su esposo. Se declara con lugar el recurso. Se anulan la resolución SUD-103890948-2008 del 2 de diciembre del 2008, de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social en Desamparados. Así como la resolución No. 41.823 de las catorce horas con cuarenta y dos minutos del 13 de octubre del 2009 de la Gerencia de la División de Pensiones. Se ordena al Jefe de la Sucursal del Seguro Social en San Pedro de Desamparados, que proceda de manera inmediata a adoptar las medidas que sean necesarias a fin de que la recurrente disfrute el beneficio de pensión como sobreviviente de fallecido, si otra causa ajena no lo impide. CL 

DERECHO DE PROPIEDAD

10526-10. DESAHUCIO. DISCUSIÓN PENDIENTE EN VÍA JUDICIAL. Alega el recurrente que a pesar de que el Tribunal Penal ordenó la anotación registral de un proceso judicial por falsedad ideológica y estafa que presentó la amparada con el fin de demostrar la venta fraudulenta de la propiedad que habita, el Ministerio de Seguridad ordenó su desahucio administrativo de dicho inmueble.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a  la Ministra de Seguridad Pública, no ejecutar la orden de desahucio administrativo dictada en contra de la amparada en tanto en sede jurisdiccional no se ordene lo contrario, o se cancele la anotación registral que consta sobre el bien inmueble objeto de desahucio. CL

10188-10. DESALOJO. DISCUSIÓN PENDIENTE EN VÍA JUDICIAL.  Manifiesta la recurrente que fue ordenado su desalojo a pesar de que la propiedad  es objeto de un proceso penal, en donde se discute su traspaso fraudulento.  Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones No. 3549-09 D.M. de las 9:30 hrs. de 26 de octubre de 2009 y No. 835-2010 D.M. de las 10:23 hrs. de 25 de febrero de 2010 dictadas por el Ministerio de Seguridad Pública en procedimiento de desalojo administrativo contra la amparada. CL
10180-10. DESALOJO. DISCUSIÓN PENDIENTE EN VÍA JUDICIAL.  Manifiestan los recurrentes que  fue ordenado el desalojo de los amparados, que se encuentra en discusión en vía judicial en virtud de una donación irregular. Se declara con lugar el recurso. CL.
10253-10. INSTALACIÓN DE TORRE EN PROPIEDAD PRIVADA.  recurrente  que es propietario de una finca en Puntarenas, y que en marzo del presente año, los recurridos entraron en su finca y de forma arbitraria procedieron a construir  una torre  para darle soporte a la línea de transmisión denominada SIEPAC, construcción que asegura, pone en peligro su humanidad y causó daños en su propiedad. Agrega que los accionados no le han pagado ningún derecho de servidumbre. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO DE TRABAJO
9928-10. COMPETENCIA. SE DECLARA INCONSTITUCIONAL LA REMISION A LA VIA LABORAL SOBRE LA NULIDAD DE ACTOS ADMINISTRATIVOS VINCULADOS A UNA RELACION DE EMPLEO PÚBLICO. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que remite, en razón de la materia, a la jurisdicción laboral, los procesos que tienen como objeto la nulidad de actos administrativos vinculados a una relación de empleo público emitida con fundamento en el artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa y otras normas.   Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de los accionantes la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia ha venido manteniendo una posición jurisprudencial en donde se ha instituido un trato diferenciado a las relaciones de empleo público derivadas de contratos de trabajo existentes entre administrados y la Administración, provocando la violación de la relación jurídica subyacente que da pie o razón de existencia a la relación principal, que es de carácter administrativo en esencia e infringiendo así lo dispuesto en el artículo 49 de la Constitución Política. El numeral 3 del nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo resulta también inconstitucional, toda vez que establece que la Jurisdicción Contencioso Administrativa y Civil de Hacienda no conocerá las pretensiones relacionadas con la conducta de la Administración Pública en materia de relaciones de empleo público, las cuales serán de conocimiento de la jurisdicción laboral. En este caso, al igual que como lo establecía el numeral 4 de la antigua Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa (igualmente cuestionado), se violenta flagrantemente la esencia natural de la Constitución Política, específicamente el citado numeral 49 que delimita claramente el alcance y fin específico de la jurisdicción contenciosa. La esencia del nuevo Código Procesal Contencioso Administrativo, expresada en la intención del legislador encarnada en el artículo 3 del cuerpo normativo, es la misma que se venía manteniendo en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, exactamente en el numeral 4 de su articulado, motivo por el cual ambos criterios suponen la arbitrariedad reflejada en el desacato preceptual de alta jerarquía establecido por el artículo 49 constitucional.  Se declaran parcialmente con lugar las acciones acumuladas. Se declara inconstitucional el artículo 3°, inciso a), del Código Procesal Contencioso-Administrativo (Ley No. 8508 de 28 de abril de 2006) y la jurisprudencia de la Sala Primera de Casación de la Corte Suprema de Justicia que, en aplicación del artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, remitía a la jurisdicción laboral cualquier controversia relacionada con una relación de empleo público al considerarla "netamente laboral", aunque el justiciable pretendiera, materialmente, impugnar la disconformidad sustancial o invalidez de una conducta administrativa o manifestación específica de la función administrativa con el ordenamiento jurídico administrativo, surgida en una relación estatutaria. En cuanto a la impugnación del artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa se desestiman las acciones acumuladas. Esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma y la jurisprudencia impugnadas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe, las relaciones y situaciones jurídicas consolidadas por prescripción, caducidad o sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. CL Parcial

11034-10. COMPETENCIA. REMISIÓN DE ASUNTOS DE EMPLEO PÚBLICO A LA VÍA CONTENCIOSA. ADICIÓN, ACLARACIÓN Y DIMENCIONAMIENTO DEL VOTO 9928-10. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que remite, en razón de la materia, a la jurisdicción laboral, los procesos que tienen como objeto la nulidad de actos administrativos vinculados a una relación de empleo público emitida con fundamento en el artículo 4°, inciso a), de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso administrativa y otras normas. Con base en lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y, a fin de evitar que se produzcan graves dislocaciones de la seguridad, la justicia o la paz sociales y dadas las diferencias sustanciales entre el proceso laboral y el contencioso-administrativo, se dimensionan los efectos de la sentencia de la siguiente manera: a) Seguirán siendo conocidas las causas pendientes de ser resueltas ante la Jurisdicción Laboral, a la fecha de publicación íntegra de esa sentencia en el Boletín Judicial, de manera que los jueces laborales, deberán aplicar el régimen que rige el Derecho Administrativo. b) Se exceptúan únicamente los asuntos que sirvieron de base a la acción de inconstitucionalidad, en los que deberán readecuarse los procesos, si resulta posible o bien tramitarse, desde un inicio, ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, previo auto de pase de la Jurisdicción Laboral. c) Todos los asuntos planteados a partir del día siguiente a la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial deberán ser interpuestos  ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa o Laboral, según corresponda por el contenido material o sustancial de la pretensión y el régimen jurídico aplicable. 
10710-10. PRESTACIONES. FALTA DE PAGO DE AGUINALDO Y SALARIO ESCOLAR. Alega el recurrente  que laboró para el ministerio recurrido y se acogió a una pensión de la Caja Costarricense de Seguro Social. Manifiesta que no se le han casado los extremos laborales correspondientes al aguinaldo y salario escolar. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena a la Jefe del Departamento de Remuneraciones y Compensaciones del Ministerio de Seguridad Pública,  INMEDIATAMENTE, girar las instrucciones pertinentes para que se proceda al pago del aguinaldo que se le adeuda al recurrente, si otra causa ajena a la examinada en el sub lite no lo impide. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial.

10628-10. PRESTACIONES. RETARDO EN EL PAGO. Reclama el recurrente que  debido a una reclasificación que se le otorgó por medio de un estudio integral de puestos, se dio por terminada su relación laboral, y se dispuso el pago de las prestaciones legales; no obstante la entidad recurrida se niega a pagarle las  prestaciones correspondientes  y no le permiten dejar de laborar para la institución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General y al Director Administrativo, de la Junta de Protección Social,  que sin más demora, ejecuten el acuerdo por el cual se termina la relación laboral con el accionante y se dispone pagarle las prestaciones legales, que en Derecho correspondan;  lo anterior sin perjuicio de las potestades que tiene la Institución accionada de realizar las acciones administrativas y judiciales que jurídicamente correspondan. CL

10466-10. SANCION. SE ORDENA SEPARACIÓN DEL CARGO POR PARTE DE LA PROCURADURÍA DE ETICA. Indica el recurrente que se desempeña como Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad y que se le notificó el oficio emitido por la Procuraduría de la Ética Pública, a través del cual se le conmina a separarse del cargo que ejerce,  lo anterior sin brindarle audiencia acerca de la "denuncia ciudadana" que se interpuso en su contra y, sin que ningún tribunal penal haya dictado medida cautelar alguna, que tenga como efecto una separación de funciones. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

10689-10. SANCIÓN. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que recibió una amonestación por parte del Director del Liceo de Pavas, en la cual no se le dio  el debido proceso, ni el derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso y al derecho de defensa. Se anula la amonestación escrita que se le impuso al recurrente mediante oficio de fecha siete de mayo de dos mil diez. CL
11218-10. SANCIÓN. LLAMADA DE ATENCIÓN SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que se le impuso una sanción de llamada de atención verbal copia al archivo. Establece que  la medida disciplinaria  impuesta no cumplió con el debido proceso, pues no se le otorgó una audiencia previa, a fin de que pudiera ejercer su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora de la Unidad Pedagógica Rafael Hernández, suprimir la referencia escrita que se hizo constar en el expediente del amparado de la amonestación verbal que le fue impuesta. CL

10444-10. CONCURSO. NO FUE NOMBRADO POR FALTA DE ACTUALIZACION DE DATOS. Alega el recurrente que no fue nombrado en el MEP porque sus datos estaban no estaban actualizados, a pesar de que presentó a tiempo sus nuevos atestados el recurrido no los modificó en su base de datos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena: i) al Director General de Servicio Civil, que de inmediato actualice los atestados de la parte amparada, en el concurso número PPD-001-2007 con base en la información suministrada por él el 18 de setiembre de 2009, de modo tal que no remita al Ministerio de Educación Pública ningún registro de elegibles en el que pudiera participar la parte accionante, hasta tanto no proceda con la actualización indicada; y ii) al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que omita hacer designaciones en propiedad en las plazas en las que la parte recurrente manifestó interés en participar, hasta tanto el Director General de Servicio Civil no cumpla lo ordenado en este pronunciamiento. CL

11247-10. CONCURSO. CAMBIO DE REQUISITOS EXIGIDOS PARA EL PUESTO NO LES PERMITE PARTICIPAR. Indican los recurrentes que laboran para el Poder Judicial en forma interina en las Administraciones de Corredores y de Golfito. Manifiestan que cuando fueron contratados sólo era requerido contar con el título de bachiller en Administración de Empresas y estar debidamente incorporado al Colegio Profesional respectivo, los cuales cumplieron a cabalidad; no obstante, el Departamento de Planificación realizó un estudio de las plazas y remitió para su aprobación al Consejo Superior la recalificación de los puestos y dispuso la variación de los requisitos, por lo que ahora se les solicita el grado de licenciatura en Administración de Empresas. Señalan que previo al estudio en discusión, no se dio audiencia a los recurrentes a efecto de garantizar la defensa de sus derechos y las plazas se sacaron a concurso las plazas que ocupan con los nuevos requisitos, razón por la cual no pueden participar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

10115-10. INCAPACIDAD. CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL SE NIEGA A PAGAR EL SUBSIDIO. Alega la recurrente que es funcionaria del MEP y se acogió a una incapacidad emitida por la CCCSS. Por tres años el Ministerio de Educación le pagó el 100% de su incapacidad. Después de ese tiempo la Caja debía pagarle el 60% del subsidio por incapacidad y el Ministerio ajustaría el 40% restante; no obstante lo anterior, la CCSS se niega a cancelar la parte del subsidio que le corresponde, aduciendo que no es una trabajadora activa, haciendo una interpretación de la Ley de Carrera Docente. Se declara con lugar el recurso contra la Caja Costarricense de Seguro Social y se le desestima en lo demás. Se ordena al Subgerente de la Dirección Jurídica y al Jefe a.i. de la Sub-Área Asesoría Prestaciones en Dinero, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, dictar en forma inmediata las disposiciones e instrucciones correspondientes para que, mientras continúe legalmente acreditado el estado de enfermedad incapacitante de la amparada, esa Institución le siga pagando a la amparada, el respectivo porcentaje del subsidio por incapacidad, conforme lo venía haciendo hasta el 10 de diciembre de 2009. CL

10244-10. INCAPACIDAD. NIEGAN PAGO DE SUBSIDIO. Alega el recurrente que fue intervenido quirúrgicamente  y que luego de estar internado un mes, ha estado incapacitado por más de un año, y al haber cotizado solamente  cinco meses y medio antes de incapacitarse, la Caja Costarricense de Seguro Social no le concede el subsidio respectivo posterior a los trescientos sesenta y cinco días. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

10633-10. INCAPACIDAD. CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL SE NIEGA A PAGAR SUBSIDIO. Reclama la recurrente que  como docente del Misterio recurrido gozaba de una incapacidad tipo 8, y ahora solamente se le paga un cuarenta por ciento, ya que la Caja Costarricense de Seguro Social niega cualquier responsabilidad en su caso. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Caja Costarricense de Seguro Social. Se ordena al Gerente Financiero de la Caja Costarricense de Seguro Social,  realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se pague a la amparada el subsidio que le corresponda mientras se mantenga incapacitado, de conformidad con el criterio médico calificado. Adicionalmente, deberá llevar a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que, de inmediato, se proceda al  pago de los subsidios por concepto de incapacidad se le adeuden. CL
10694-10. INCAPACIDAD. SE ORDENA PAGO POR AJUSTE DE SALARIO ESCOLAR. Alega el recurrente que fue incapacitado por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social y que no se le abonó el 8.19% correspondiente a sus salarios escolares. Refiere que se presentó a las oficinas de la parte recurrida, donde se le dijo que estaban en proceso de actualizar el sistema, no obstante  aún no se había resuelto su problema. Se declara CON lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, disponer lo necesario para que, de inmediato se le cancele al recurrente el ajuste por salario escolar respectivo de las incapacidades de los años 2007, 2008 y 2009. CL

10304-10. NOMBRAMIENTO. NO PRORROGAN NOMBRAMIENTO A MUJER EMBARAZADA Y CCSS NO LE PAGA SUBSIDIO POR INCAPACIDAD. Alega la amparada fue nombrada hasta enero de este año en el Ministerio de Educación Pública, que está embarazada y antes de terminar su nombramiento interino fue incapacitada hasta principios de febrero por ciento veinte días; no obstante su nombramiento interino no fue prorrogado y le indicaron que no lo harían en razón de que se encontraba incapacitada. Asimismo, la CCSS se niega a pagarle la incapacidad de pre y post parto, aduciendo que en este momento, no tiene patrono alguno. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz, salvan el voto y declaran con lugar el recurso. Este caso es diferente al voto 4834-10. SL
10228-10. NOMBRAMIENTO. REVOCAN NOMBRAMIENTO INTERINO DE MUJER EMBARAZADA. Señala la recurrente que aún cuando estaba nombrada hasta diciembre del 2010, le fue suspendido su nombramiento en abril del mismo año, haciendo una interpretación errónea de la Ley de Carrera Docente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL
10676-10. NOMBRAMIENTO. REVOCAN NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD. Alega el recurrente que le fue comunicado un ascenso en propiedad a la Escuela Augusto Colombari de la Dirección Regional de Enseñanza de Puntarenas como Director de Enseñanza General Básica Cuatro; no obstante, posteriormente, mediante un telegrama se le comunica un descenso en propiedad. Considera que dicha situación resulta improcedente y violatoria de sus derechos constitucionales, ya que se le está descendiendo a un grado inferior, pese a que previamente había cumplido con el período de prueba como Director de la mencionada escuela.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, a efectos de que se tramite un nombramiento en propiedad a favor del recurrente como Director de Enseñanza General Básica 4. CL

10113-10. DESPIDO. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que labora como docente, Asesor Indígena  y como administrativo en la Supervisión Escolar del Circuito 07 de Turrialba en Chirripó y que antes del vencimiento del nombramiento, se ordenó su cese inmediato sin darle oportunidad de defensa. Se declara con lugar el recurso, únicamente en contra del Ministerio de Educación Pública. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que de forma INMEDIATA, se restituya al amparado, en la plaza número 1147, correspondiente a Asesor Supervisor de Educación, hasta tanto no exista una causa objetiva que le permita separarle de dicho cargo. CL

10109-10. DESPIDO. MIEMBRO DE LA FUERZA PÚBLICA. Reclama el recurrente que fue despedido del Ministerio de Seguridad Pública por el Ministro; sin embargo, según el artículo 140 iniciso 1) de la Constitución Política, corresponde al Presidente de la República y al ministro de ramo, por acuerdo ejecutivo, nombrar y remover a los miembros de la Fuerza Pública, de manera que no basta la resolución del despacho de la Ministra para proceder a ejecutar su despido. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan la resolución N°2009-3336-DM de las nueve horas del 04 de noviembre del 2009, el oficio N°8089-2009-DRH-SEC de fecha 10 de noviembre del 2009, y por ende, el despido del recurrente, por la inexistencia de un acuerdo ejecutivo que así lo disponga. Se ordena a la Ministra de Seguridad Pública, que, de inmediato, restituya al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
10741-10. DESPIDO. ASESOR LEGISLATIVO FUE CESADO POR ENCONTRARSE INCAPACITADO. Menciona el recurrente que se presentó a hacer retiro del subsidio de incapacidad, que le deposita la Asamblea Legislativa, no obstante, no se le hizo el pago respectivo. Aduce que en vista de ello se comunicó con el Departamento de Recursos Humanos, en donde se indicó que a pesar de encontrarse incapacitado en forma continua, no se le volvería a depositar el dinero por ese concepto, en vista que había sido despedido de su puesto como Asesor Legislativo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

10765-10. DESPIDO. POR MAL DESEMPEÑO LABORAL. Manifiesta la recurrente que fue nombrada en forma interina en el Tribunal de Flagrancia. Sin embargo, sin que se le tramitara ningún procedimiento previo, el juez del Despacho, le cortó su nombramiento a partir del primero de mayo del presente año, aduciendo que tenía un mal desempeño de su labores  y que a pesar de las llamadas de atención no había cambiado su actitud, que tenía muchas quejas de otros jueces titulares por su desempeño laboral.  Aduce que en ningún momento del tiempo que laboró en el Tribunal recurrido se le abrió un procedimiento disciplinario.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

10685-10. DESPIDO. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. El recurrente aduce que en  la Jefatura del Servicio de Nutrición del Hospital Nacional Psiquiátrico se le indicó que lo habían despedido, por lo que no podía continuar laborando, ello sin otorgarle  un documento oficial de cese de funciones, ni un debido proceso, así como tampoco la oportunidad de ejercer su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el oficio del  tres de marzo de dos mil diez, en el que se le comunicó al recurrente su despido sin responsabilidad patronal por ausencias  injustificadas del quince al dieciocho de enero de dos mil diez, se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se ordena al Director General del Hospital Nacional Psiquiátrico, abstenerse de realizar acciones como las que dieron lugar a la estimatoria del presente recurso. CL

10639-10. DESPIDO. INTERINO POR OTRO INTERINO. Manifiesta la recurrente que inició labores como Directora del Área Rectora de Salud de Coronado en forma interina y sin debido proceso fue sustituida por otra persona en igual condición. Acusa que no le han contestado varias gestiones planteadas. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sólo respecto a la vulneración a la estabilidad impropia de la recurrente. En consecuencia, se ordena restituir de inmediato a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales en el Área Rectora de Salud de Coronado, en la plaza que venía ocupando. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

11179-10. DESPIDO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que en virtud de una queja en su contra, fue despedido sin debido proceso.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director General de la Policía de Control de Drogas del Ministerio de Seguridad Pública, reinstalar al actor, de inmediato, en el puesto que ocupaba en esa Dirección con idénticas condiciones a las que desempeñaba anteriormente (clase de puesto, salario, lugar de trabajo, funciones, etc.). CL
11191-10. DESPIDO. INTERINO POR OTRO INTERINO. Alega la recurrente que ingresó  a laborar  interinamente  en el  Área de Salud de Colorado de Abangares, como auxiliar de enfermería,  manteniéndose nombrada ininterrumpidamente; no obstante le finalizan su nombramiento para nombrar a otra persona en sus mismas condiciones, alegando que la otra persona tenía mayor antigüedad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Médico Director del Área de Salud de Colorado de Abangares, prorrogar de manera inmediata el nombramiento de la amparada en la plaza correspondiente al código presupuestario número 24.301. CL

11495-10. DESPIDO. EN ASUNTOS DE DESPIDOS O SANCIONES POR MERA CONSTATACIÓN SE DEBE DAR DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que fue despedido sin responsabilidad patronal argumentando que se había ausentando injustificadamente a sus labores.  Dicha falta se consideró como de mera constatación, razón por la que no se le dio oportunidad de ejercer su defensa y oponerse al acto. En casos de sanciones o despidos de mera constatación, la Sala Constitucional era del criterio que en casos en donde los hechos son directamente constatables con examen del registro de asistencia, la Administración puede imponer directamente la sanción, pues la exigencia de debido proceso llegaría a extremos absurdos, ya que en estos casos no hay nada que probar (ver sentencias 7890-10, 2782-10, 18301-09). No obstante, ante un replanteamiento del tema y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se cambia el criterio y en adelante, se requerirá de un debido proceso en el que se garantice el derecho de la defensa del funcionario público, de modo que pueda formular alegatos y ser oído, antes de imponerle cualquier sanción. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones Nos. 3175-09 de las 08:30 horas de 25 de agosto de 2009 y 5091-09 de las 10:30 horas de 25 de noviembre de 2009, ambas del Ministro de Educación Pública y, en consecuencia, se restituye al recurrente  en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

10172-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. POR NO PRESENTACIÓN DE DECLARACIÓN DE BIENES. Alega el recurrente que en su contra se sigue un procedimiento por no presentación oportuna de la declaración de bienes del año dos mil nueve. Señala que en el proceso iniciado por la Contraloría General de la República se han dado una serie de lesiones a su derecho al debido proceso y fue separado de su cargo. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Órgano Decisor de la División Jurídica de la Contraloría General de la República, Nº 22-2010 de las 15:30 hrs. de 18 de marzo de 2010. Se restituye al recurrente, en el pleno goce de sus derechos. CL

10241-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. TRASLADO DE CARGOS. Aduce la recurrente que en el traslado de cargos dentro del procedimiento administrativo en su contra y de otras tres personas, no se individualizó las posibles responsabilidades de cada una, por lo que alegó la violación al debido proceso ante el Tribunal de la Inspección Judicial, que rechazó su gestión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

11141-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. NO SE ENVIA CASO A COMISIÓN DE RELACIONES LABORALES. Manifiesta el recurrente  que dentro de la causa disciplinaria que se sigue en su contra  se le impuso una sanción de amonestación escrita. Indica que contra dicha resolución interpuso el recurso de reconsideración y solicitó que previo a resolverse el recurso, el asunto fuera remitido a la Comisión de Relaciones Laborales del Poder Judicial; no obstante, el tribunal recurrido declaró sin lugar el recurso y denegó la solicitud de enviar el expediente a la Comisión. La Sala considera que el asunto debe ser discutido ante la propia autoridad recurrida o ante la jurisdicción ordinaria, para que se resuelva lo que en derecho corresponda. RF
10185-10. IUS VARIANDI. OBLIGAN A FUNCIONARIA ACEPTAR UNA PLAZA DE MENOR CATEGORÍA. Alega la recurrente que labora para la institución recurrida y fue ascendida  en forma interina a otra plaza, en donde se le reconocía entre otras ventajas, el plus salarial de dedicación exclusiva; no obstante, fue obligada a renunciar al ascenso y aceptar una plaza de menor categoría. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo y al Subgerente General, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, adopten de forma inmediata todas las medidas necesarias para que se restituya a la recurrente en el puesto número 1693 que venía ocupando interinamente en el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. CL
10171-10. IUS VARIANDI. TRASLADO DE PLAZA DE JUEZ.  Manifiesta el recurrente que fue nombrado en una plaza de Juez 3 en Heredia; sin embargo se le trasladó a un puesto de juez de mayor cuantía a uno de menor cuantía sin debido proceso y sin informarle antes de que aceptara el nombramiento, el cambio que se daría con el puesto. Se declara con lugar el recurso. Se anula el traslado del recurrente al Juzgado Civil de Menor Cuantía de Heredia. CL

11184-10. IUS VARIANDI. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO.  Indica  la recurrente que labora en Migración, en una plaza encargada de realizar acciones y actividades a  nivel institucional e interinstitucional; no obstante, se le comunicó su traslado a una oficina de Guápiles que se encuentra conformada sólo por una funcionaria sin una jefatura a cargo. Considera que se ha dado un abuso del ius variandi, pues en ningún momento se le concede la audiencia debida para presentar la oposición del mismo. Se declara CON LUGAR el recurso y en consecuencia se anula el oficio DG-1219-2010 del 14 de mayo del 2010 donde se dispone el traslado de la recurrente, y se les ordena al Director General de la Dirección General de Migración y Extranjería y a la  Gestora de Recursos Humanos de la Dirección General de Migración y Extranjería, que giren las instrucciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se reincorpore de inmediato a la recurrente a su puesto anterior, como Jefa de Gestión de Migraciones. CL
10110-10. SALARIO. FALTA DE PAGO. Aduce el recurrente que se encuentra nombrado interinamente como profesor en el Colegio Técnico Profesional de Limón, sin que a la fecha, la autoridad recurrida, le haya cancelado su salario. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, bajo pena de desobediencia, que gire las órdenes y emita las instrucciones que estén dentro del marco de sus atribuciones y de su competencia, para que dentro del improrrogable plazo de cinco días, contado a partir de la comunicación de la presente sentencia, se le pague al amparado el monto que se le adeuda por concepto de salario, si es que no se ha hecho antes. CL

10200-10. SALARIO. ELIMINAN PAGO DE PLUS SALARIAL. Indica la recurrente que fue trasladada a la Unidad Policial de Apoyo Legal de la Policía de Tránsito, en donde le reconocieron el pago de varios pluses salariales, los cuales le fueron eliminados por acuerdo tomado por el Consejo de Personal de la institución, sin comunicación previa. Se declara con lugar el recurso por violación al principio de intangibilidad de los actos propios. Se anula la acción de personal No.4100011925 de fecha de aplicación 30 de abril de 2010 y, en consecuencia, se restituye a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

10693-10. SALARIO. REBAJOS POR  INCAPACIDAD. Refiere la recurrente que se acogió  a una  licencia por maternidad. Establece que el Ministerio de Educación le ha aplicado una serie de rebajas salariales por concepto de incapacidades, los cuales han sido desproporcionados, recibiendo montos insuficientes para poder cubrir sus necesidades básicas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que disponga lo necesario para que, dentro del plazo de tres días contados a partir de la notificación de esta resolución, se corrija el procedimiento con el propósito de comunicar y otorgar audiencia a la amparada para que le informen sobre los montos pagados de más, el saldo que adeuda y la forma en que procederá a su cancelación definitiva, tomando en cuenta el respeto al principio de proporcionalidad respecto al monto de los rebajos. CL

10967-10. SALARIO. REBAJOS DESPROPORCIONADOS POR INCAPACIDAD. Reclama la recurrente que el Ministerio recurrido le empezó a ejecutar rebajos por concepto de incapacidades,  sin previo aviso y sin realizar una notificación en la que se indique, con precisión y claridad, los montos adeudados. Señala que los rebajos salariales son  desproporcionados, lo que le provoca un grave  problema para hacer frente a sus obligaciones económicas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro, al Director de Recursos Humanos y al  Jefe del Departamento de Control de Pagos, todos del Ministerio de Educación Pública, que dispongan lo necesario para que, dentro del plazo de cinco días contados a partir de la notificación de esta resolución, se corrija el procedimiento con el propósito de comunicar y otorgar audiencia a la recurrente para que le informen sobre los montos pagados de más, el saldo que adeuda y la forma en que procederá a su cancelación definitiva, tomando en cuenta el respeto al principio de proporcionalidad respecto al monto de los rebajos. CL
10340-10. REESTRUCTURACIÓN. IGUALDAD CON OTRAS JEFATURAS. Alega la recurrente que fue nombrada en puesto de jefatura en la Asamblea Legislativa y su puesto fue reasignado, pero no se le reconoció el aumento que reciben las demás jefaturas, sino que en su puesto se realizó el cambio de categoría salarial, bajándolo de  categoría en  forma discriminatoria. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

10194-10. CONDICIONES DE PLANTA FÍSICA. Alega el recurrente que los funcionarios del Ministerio de Hacienda destacados en la Aduana de Puerto Caldera, han realizado una serie de denuncias por las condiciones deplorables en las que tienen que laborar. Menciona que el Ministerio de Salud comprobó las denuncias y otorgó un plazo para que el Gerente gestionara la solución del problema, sin que hasta ahora haya hecho nada.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la Aduana Caldera, a la Gestora Administrativa y Financiera de la Dirección General de Aduanas, al Director General de Aduanas y al Director Administrativo y Financiero, todos del Ministerio de Hacienda, respectivamente,  adoptar cada uno dentro del ámbito de sus competencias, las medidas que sean necesarias para darle una solución inmediata al problema señalado en el oficio número PC-ARSE-PR-B-040-10 del 10 de febrero de 2010 emitido por el Área Rectora de Salud de Esparza del Ministerio de Salud.  CL

10215-10. CONSTANCIA DE SERVICIOS. EXPEDIENTE EXTRAVIADO. Indica el recurrente que en varias oportunidades se ha presentado al Departamento de Registros Laborales en el Ministerio de Educación, con el fin de solicitar una constancia de servicios prestados; sin embargo, se le informó que su expediente  está extraviado, motivo por el que no pueden acceder a lo pedido. Se declara con lugar el recurso. CL

10713-10. INTIMIDAD DE FUNCIONARIOS. ACCESO A ESCRITORIO POR PARTE DEL PATRONO.  Alega la recurrente que comenzó a trabajar en el Instituto Nacional de Seguros  en el puesto de Profesional en Seguros II en el Área Técnica de Incendio de la Sede Central. Indica que en el mes de noviembre pasado, se le pidió la colaboración para la revisión del Manual de Incendio actual y la confección y actualización del nuevo, en donde comenzó hacer una serie de objeciones de fondo y envió varios correos electrónicos a sus jefes, haciendo ver ciertas irregularidades; no obstante, la respuesta a sus observaciones por el Manual fue el despido sin justificación alguna y se tomó la directriz de solo el personal autorizado podrá tener acceso a ese tipo de información. Acusa que hay en su contra una persecución laboral, que se le despidió sin debido proceso y que se le sacaron sus cosas del escritorio, sin estar ella presente. Igualmente se ordenó la destrucción inmediata de cualquier nota técnica que se encuentre en poder de funcionarios no autorizados. Se declara parcialmente con lugar el recurso por la trasgresión del derecho a la intimidad, tutelado por el artículo 24 de la Constitución Política. Se ordena al Subgerente y a la  Jefa de la Subdirección de Recursos Humanos, ambos del Instituto Nacional de Seguros,  que, de inmediato, tomen las medidas y giren las órdenes pertinentes, para que no se vuelva a incurrir en los hechos que dieron mérito a acoger el presente proceso de amparo. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial

DERECHO PENAL
10774-10. REGISTRO JUDICIAL. INSCRIPCIÓN DE ANTECEDENTES PENALES. Aduce el recurrente que fue condenado a ocho años de prisión, y estuvo detenido por cuatro años, el resto de la pena la cumplió en régimen de confianza. Aduce continúa la inscripción de la sentencia en los registros de la autoridad recurrida, cuando considera que debería eliminarse por completo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL. 

10735-10. DECOMISO. RETENCIÓN DE PROTOCOLO DE NOTARIO POR INVESTIGACIÓN. Alega el recurrente que dentro de la causa penal que se sigue en su contra se ordenó el secuestro de su protocolo, por cuanto en el mismo se encuentran algunas piezas otorgadas en escritura pública y que son objeto de investigación. Reclama que después de un tiempo prudencial solicitó a la Fiscalía recurrida la devolución del protocolo para ejercer su profesión, que es la única fuente de ingresos, así como la devolución de los  folios no usados; sin embargo, se rechazaron sus gestiones sin ningún fundamento. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

10731-10. DECOMISO. SE NIEGA DEVOLUCION DE COMPUTADORAS. Manifiesta el recurrente que dentro de la causa penal que se sigue en su contra, se ordenó la celebración de la audiencia de apertura, registro y examen donde se procedió a la apertura de la evidencia, consistente en dos computadoras decomisadas. Señala que a pesar de solicitar acceso a la prueba decomisada, la Sección de Delitos Informáticos del Organismo de Investigación Judicial le ha impedido el mismo. Acusa que el Juzgado recurrido incurrió en una violación a los derechos del imputado, al violentar la norma consagrada en el numeral 200 del Código Procesal Penal, que conmina a la autoridad que conoce del asunto a devolver los objetos que no estén sometidos a comiso, restitución o embargo, inmediatamente después de realizadas las diligencias para las cuales se obtuvieron. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se  declara sin lugar el recurso. SL

11190-10. DEFENSOR. REALIZAN AUDIENCIA PESE A QUE EL DEFENSOR ACREDITÓ INCAPACIDAD. Alega el recurrente  que dentro del proceso penal que se sigue a su representada  se señaló vista, para llevarse a cabo un día inhábil; no obstante, al encontrarse incapacitado, según lo acreditó por medio de certificado médico, solicitó que se reprogramara la audiencia para efectos de no causar indefensión a su defendida. Menciona que el Juez, pese a la presentación en tiempo y forma del documento procedió a realizar la audiencia oral y prorrogó las medidas  cautelares por espacio de seis meses. Se declara con lugar el recurso. Se anula la audiencia de las catorce horas cincuenta minutos del 11 de junio del 2010 del Juzgado Penal de Pavas, por la que se prorrogó las medidas cautelares de la amparada por el plazo de seis meses. Se ordena al Juez Penal de Pavas, disponer lo correspondiente para que de inmediato se reprograme la audiencia oral para conocer la solicitud de prórroga de medida cautelar planteada por el Ministerio Público dentro de la causa penal 09-005867-0283-PE.  CL

10645-10. MEDIDAS CAUTELARES. FALTA DE AUDIENCIA. El recurrente, oficial de la Fuerza Pública del Ministerio de Seguridad Pública destacado en Limón, fue denunciado por abuso de autoridad y en su contra se dictaron medidas cautelares de firmar, las cuales vencieron y ese mismo día y a pesar de que no le han comunicado la prórroga de la medida cautelar, ni hay audiencia prevista, el jefe policial le comunicó que el juzgado accionado había prorrogado las medidas cautelares, por lo que tuvo que entregar su arma y demás artículos de servicio. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Juzgado Penal de Hacienda y de la Función Pública del Segundo Circuito Judicial de San José de las 16:00 horas del 3 de junio de 2010. Se ordena al Juez Penal a.i. del Segundo Circuito Judicial de San José, en el plazo de 48 horas, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, convocar y realizar la audiencia oral que fue omitida al conocer la prórroga de las medidas cautelares en el proceso #08-002136-063-PE. CL

10126-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE AUDIENCIA AL RESOLVER APELACIÓN DEL MINISTERIO PUBLICO.  Alega el recurrente que el Juez  rechazó la solicitud del Ministerio Público de imponerle al amparado prisión preventiva; no obstante, al resolver la apelación planteada por la parte fiscal, el juez de juicio  acogió el recurso y en su lugar impuso la prisión preventiva por tres meses, sin señalar vista oral para que la Defensa conociera los alegatos del Ministerio Público.  Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Se anula el voto número  156-2010 de las 11:40 horas del 7 de mayo del 2010 el Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José. Se le ordena al Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José que programe de forma inmediata una audiencia oral para conocer el recurso de apelación planteado por el Ministerio Público. CL
9940-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Refiere el recurrente  que contra del amparado se dictó sentencia condenatoria y en la misma resolución se decretó prisión preventiva por seis meses. Afirma que contra la misma se interpusieron dos recursos de casación. Acusa que solicitó una modificación de la medida cautelar, pero fue rechazada, sin otorgar al amparado una audiencia oral previa. Manifiesta  que no se ha analizado la delicada condición de salud del amparado,  a pesar de tener setenta y tres años. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
9937-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Manifiesta el recurrente que  en la causa penal que se sigue contra su representado se le impuso  dos meses de prisión preventiva, los cuales vencían el veinticuatro de mayo de este año, situación que fue confirmada por el Tribunal recurrido.  Alega que a la fecha, ni la  Fiscalía ni el Juzgado Penal recurrido, han dispuesto nada en relación con la situación jurídica del amparado, por lo que a partir de esa fecha se encuentra privado de su libertad sin que exista resolución alguna que la ordene o motive. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Juez Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirven de mérito a la presente estimatoria. En cuanto al Ministerio Público se desestima el recurso. CL Parcial

9787-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Alega el recurrente que el juzgado recurrido prorrogó la prisión preventiva y medidas alternas, en contra de los amparados por el término de tres meses, sin que ello conste en la resolución. Acusa que la prórroga de prisión se hizo en clara violación del derecho de defensa material y técnica, ya que no se convocó a la respectiva vista para conocer de la solicitud de la Fiscalía, además la resolución carece de la fundamentación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
9865-10. PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA SIN PRESENCIA DE IMPUTADOS. Manifiestan los recurrentes que los amparados guardan prisión preventiva Aducen que cuando se fijó hora y fecha para realizar una audiencia de ampliación de la medida cautelar, lo hizo sin la presencia de los imputados, pese a que los encartados tenían derecho a participar en todas las audiencias que se tuvieran que efectuar, o al menos en las que se solicitara la imposición de una medida que les perjudicara. Acusan  que a los amparados se les dejó en indefensión porque no pudieron estar presentes en la audiencia, pero ambas autoridades indicaron que para eso estaban presentes sus abogados. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad de los imputados. CL
9862-10. PRISIÓN PREVENTIVA. DICTADA SIN PREVIA AUDIENCIA.  Alega la recurrente  que a su representado se le impuso  tres meses de prisión preventiva. Acusa que dicha resolución violenta los derechos del imputado, toda vez que resuelve la petición formulada por el Ministerio, sin haber previamente tenido la posibilidad de hacer valer sus  alegatos mediante la audiencia oral.  Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Se le ordena al Coordinador del Tribunal Penal del III Circuito Judicial de San José, en el plazo de 48 horas, convocar y realizar la audiencia oral que fue omitida al conocer y resolver el recurso de apelación contra la resolución oral de las 16:50 horas de 5 de mayo de 2010 del Juzgado Penal de Pavas. CL

10987-10. PRISIÓN PREVENTIVA. NIEGAN CAMBIO DE MEDIDA CAUTELAR POR NO SER EL MOMENTO PROCESAL OPORTUNO. Manifiesta la recurrente  que a su representado  se le ordenó prisión preventiva durante el juicio y se alegó que no podía gozar del beneficio de ejecución condicional de la pena, en razón de la pena impuesta.  Señala que solicitó el cambio de la medida cautelar por una menos gravosa, pero fue rechazada, alegando que la autoridad jurisdiccional recurrida rechazó el cambio de medida cautelar por que era improcedente, que la sentencia integral es la que contiene la fundamentación de las razones por las cuales se impone ésta y además que no era  que no era el  momento procesal para solicitar el cambio de medida cautelar. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se  declara sin lugar el recurso. SL
10976-10. PRISIÓN PREVENTIVA.  NO SE INDICA PLAZO DE LA MEDIDA CAUTELAR. Alega el recurrente que dentro de la causa penal que se sigue contra su representado, se le impuso al amparado la medida cautelar de prisión preventiva, sin embargo en la minuta de la audiencia no se indicó el plazo de dicha medida, ni tampoco existe grabación de la misma. Refiere que no conoce cuál fue el argumento que utilizó el Juzgado para decretar la prisión preventiva, y debido a lo anterior no puede impugnarla. Se desvirtuó lo dicho por el recurrente en el recurso y con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar. SL
10130-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE AUDIENCIA. Alega el recurrente que   tiene más de un año de estar en prisión preventiva, lo cual considera supera el plazo establecido por ley.  Acusa que el Tribunal de Apelaciones recurrido le manifestó, que no procede la apelación, porque era un caso de tramitación compleja. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin disponer la libertad de los amparados. Se ordena al Juzgado Penal de Grecia, aquí accionado, en la persona de la Jueza, o del Juez que tramita la causa penal a que se refiere este hábeas, que en forma inmediata convoque legalmente a una audiencia oral a las partes del proceso que se sigue contra los amparados, con el objeto de resolver la solicitud de prórroga de prisión preventiva que contra éstos formuló el Ministerio Público. En lo demás se desestima el recurso. CL Parcial. 

10460-10. PRÓRROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA. NOTIFICACIÓN DEL RESULTADO DE LA APELACIÓN. Alegan los recurrentes que producto de un proceso abreviado fueron condenados a una pena de siete de años de prisión y se acordó prorrogarles la prisión preventiva por seis meses más, la cual venció y hasta la fecha, no se les ha notificado el resultado de la apelación que interpuso el Ministerio Público ante el Tribunal de Casación, ni tampoco se les ha notificado la prórroga de la prisión preventiva. Estiman que se encuentran privados de libertad de manera ilegítima. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
10463-10. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. DE OFICIO Y SE CUESTIONA COMPETENCIA DEL TRIBUNAL QUE RESUELVE. Alega el recurrente que la prisión preventiva en su contra fue prorrogada y antes de que venciera nuevamente el Tribunal recurrido, sin mediar solicitud de la fiscalía, procedió de oficio a prorrogar la prisión preventiva, bajo el argumento de que los motivos que sustentaron la medida cautelar en disputa no habían cambiado. Interpuso un incidente de actividad procesal defectuosa por violación al debido proceso, pues considera que el órgano competente para conocer es el Tribunal de Casación Penal, en virtud del vencimiento del término ordinario de la prisión preventiva; no obstante, le fue rechazado, por lo que interpuso un recurso de revocatoria, que también le fue rechazado, señalando que el plazo había caducado, pese a que habían transcurrido tan sólo unos minutos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 
10469-10. IMPUTADO. FALTA DE NOTIFICACIÓN DE RESOLUCIONES.  Argumenta la recurrente que contra su representado se tramita proceso penal en donde la autoridad recurrida ha omitido notificar dos audiencias y la apertura del juicio, al acusado, dejándolo en estado de indefensión, lesionando el debido proceso y derecho de defensa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
10147-10. IMPUTADO. NO LE QUITAN ESPOSAS EN LA INDAGATORIA POR FALTA DE PERSONAL DE SEGURIDAD. Alega la recurrente que su representado fue trasladado a la indagatoria, en donde la defensa solicitó que le quitaran las esposas; no obstante, el custodio manifestó que  no se podía por cuanto no había otro custodio presente. Establece que debido a lo anterior, llamaron a  las celdas a fin de solicitar otro custodio, pero le manifestaron que no había personal disponible,  siendo imposible que le quitaran las esposas durante toda la diligencia. Se declara con lugar el recurso. CL
10986-10. IMPUTADO. NO LE QUITAN ESPOSAS PARA HABLAR CON DEFENSOR. Manifiesta el recurrente  que los amparados que fueron trasladados a la Fiscalía de Flagrancia del II Circuito Judicial de San José, por causar daños y lanzar piedras a una unidad policial, donde se dio apertura a un proceso en su contra y se designó un defensor público para conocer del caso.  Alega que luego de una comparecencia ante la Fiscalía, solicitó a los oficiales de Cárceles, quitar las esposas a los encartados para poder conversar con ellos sobre la estrategia de la defensa; sin embargo se negaron aduciendo que el reglamento no lo permitía. Se declara sin lugar el recurso. SL

11339-10. IMPUTADO. NO LE QUITAN ESPOSAS EN AUDIENCIA. Alega el recurrente  que dentro de la causa penal que se tramita en contra de su representado, se realizó una audiencia para determinar la procedencia de la prisión preventiva solicitada por el Ministerio y que en dicho acto, la  jueza rechazó su solicitud de quitarle las esposas al imputado con el argumento de que la Sala en que se realizaba la audiencia, no reunía las condiciones mínimas de seguridad. Con base en las resoluciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Voto salvado de los Magistrados Calzada y Armijo. SL 

10156-10. JUEZ. PARTICIPACIÓN DE UN MISMO JUEZ EN DIVERSAS INSTANCIAS. Alega el recurrente que interpuso un procedimiento de revisión en contra de la sentencia dictada en su contra por el Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de San José. Refiere que el recurso fue conocido por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, que lo declaró parcialmente admisible. No obstante lo anterior, acusa que uno de los jueces integrantes del Tribunal de Casación, ya había conocido la causa en otra fase del proceso penal, en la que emitió un criterio por el fondo y dispuso en aquella oportunidad, su prisión preventiva al resolver la apelación y aún así, intervino como juez de casación penal, y emitió la resolución citada en la que se admite solamente un motivo de los tres por los que se interpuso la revisión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta, salvan el voto y declaran con lugar el recuso con sus consecuencias. SL

9942-10. DETENCIÓN. ACOSO POLICIAL. Alega el recurrente  que descontó una pena de prisión hace dos meses y regresó a donde siempre ha vivido. Afirma que los policías pasan cada cinco minutos frente al lugar donde vive y si sale lo arrestan. Expresa que últimamente no lo llevan a la Delegación, sino a un lugar lejano y solitario donde lo golpean. Manifiesta que los policías lo culpan de todo, y ya no soporta esta situación pues vive como preso en su casa.   Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

9788-10. DETENCIÓN. EN MANIFESTACIÓN DEL TRASPASO DE PODERES. Alega el recurrente que miembros de la Policía de Proximidad de Goicoechea, arremetieron contra su representado  mientras manifestaba su opinión, con ocasión del traspaso de poderes, cerca del Parque Metropolitano La Sabana y, lo privaron de su libertad, sin ningún tipo de argumento, sino con el uso de la violencia. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el uso desproporcionado de la fuerza. Se le ordena al Jefe de Puesto de la Policía de Proximidad de Goicoechea,  abstenerse de incurrir en los hechos que sirvieron de base a esta estimatoria. En lo demás, se desestima el recurso planteado. CL

11036-10. DETENCIÓN. PRIVACIÓN DE LIBERTAD DE MENOR DE EDAD POR MÁS DE VEINTICUATRO HORAS. Aduce la recurrente que en la causa penal que se sigue contra un menor de edad  los  funcionarios del Organismo de Investigación Judicial con sede en Limón ingresaron al joven a celdas, en calidad de detenido a la orden del Fiscal de Turno del Ministerio Público de Limón. Sin embargo el menor fue puesto en libertad  sin que se hubiera realizado la indagatoria respectiva ni se hubiera resuelto sobre su situación jurídica. Esto significa que el amparado estuvo detenido por más de veinticuatro horas sin que se le definiera su situación jurídica.  Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Ministerio Público. CL
9794-10. CONTRAVENCIONES. PRISIÓN POR NO PAGAR MULTA. Alega el recurrente que la amparada fue condenada por amenazas, y le impuso una multa que no pagó. Indica que debido a lo anterior la autoridad recurrida procedió a ordenar la privación de libertad. Manifiesta que no  se  puede enviar a prisión por no pagar una multa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
9863-10. REBELDÍA.  POR ACCIÓN CIVIL RESARCITORIA. Aduce el recurrente que dentro de la causa penal que se tramita  en contra de su representado se interpuso acción civil, y para efecto de notificarla  se ha insistido en localizar a por vía telefónica. Alega que se le ha indicado que debe presentarse al despacho para ser debidamente notificada, y  que si no se presentaba sería declarada rebelde. Refiere que debe declarar como querellada y codemandada civil,  y no como imputada, debido a que únicamente se ha interpuesto una  demanda de carácter civil. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL
11016-10. SENTENCIA. OMISIÓN DE EXPEDIR AUTO DE LIQUIDACIÓN DE PENA. Manifiesta el recurrente que se le impuso una sentencia condenatoria de once años de prisión, sin embargo, a la fecha, esa autoridad ha omitido expedir el auto de liquidación de sentencia a efecto de que el Departamento de Cómputo del Instituto Nacional de Criminología pueda emitir la respectiva ficha de información, sobre el cómputo de pena que debe descontar. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los cuales se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS
10643-10. DEPORTACIÓN. SE ORDENA OTORGAR PLAZO A PADRE DE COSTARRICENSE, PARA LEGALIZAR SITUACIÓN MIGRATORIA. Indica la recurrente que el amparado, de nacionalidad dominicana, es el padre de su hijo, el  cual fue reconocido por el amparado desde el momento de su nacimiento.  Alega que el amparado fue detenido por migración, aduciendo para ello que no cuenta con los documentos migratorios al día. Expone que su hijo depende de las aportaciones económicas de su padre conforme lo acordaron en relación con el proceso de pensión alimentaria. Manifiesta que esa situación repercute en la situación alimentaria de su hijo y en su estabilidad emocional. Se declara con lugar el recurso. Se ordena la libertad inmediata del amparado. Se le ordena a la Directora General de Migración y Extranjería, otorgarle un plazo razonable para que legalice su situación migratoria. CL
REGISTRO CIVIL, ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS
10330-10. SOLICITUD DE CITAS. SOLO PUEDE HACERLAS EL INTERESADO.  Establece  el recurrente que  se presentó al  registro recurrido a pedir una cita para la entrega de la carta de naturalización del amparado, pero se  le indicó que no podía dársela por cuanto existía una circular donde se establece que las citas se darán a la persona interesada, y no al abogado,  ni a los apoderados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

11349-10, 11350-10. REFERENDUM. SOBRE UNIONES ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 2 de la Ley Reguladora del Referéndum. No. 8492. Interpretación del Tribunal Supremo de Elecciones en resolución número 3401-E9-2008 del 30-09-08. Se someterá a referéndum el Proyecto de Ley de Unión Civil entre personas del mismo sexo. Se considera que existe una omisión legislativa de excluir como materia de referéndum, los derechos de las minorías o grupos que históricamente han sido discriminados y excluidos de la sociedad costarricense, pues considera que eso constituye una violación de los instrumentos internacionales de derechos humanos y que la figura no puede ser empleada para definir la titularidad del derecho, pues esa es una discusión relevante únicamente para los miembros de los grupos afectados, por lo que considera que se viola el derecho a la igualdad y la prohibición de realizar discriminaciones contrarias a la dignidad humana, contenidas en el artículo 33 de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano la acción.  El Magistrado Jinesta, y la Magistrada Pacheco salvan el voto y ordenan dar curso a la acción. RP
11352-10. DIPUTADOS. CANCELACIÓN DE CREDENCIALES POR PARTE DEL TSE. Acción de Inconstitucionalidad en contra del artículo 262 del Código Electoral. La norma impugnada otorga la facultad al Tribunal Supremo de Elecciones de cancelar las credenciales de los miembros de los Supremos  Poderes, en contra de la competencia exclusiva y excluyente de la Asamblea Legislativa.  Refiere que el constituyente estableció taxativamente las causales por las cuales los Miembros de los Supremos Poderes pueden perder su credencial. En consecuencia, la norma impugnada incurre en una clara violación del citado principio constitucional de que las causales para la pérdida de credenciales de los Miembros de los Supremos Poderes, las cuales son taxativas y reguladas directamente por la Constitución.  Ninguna de las normas constitucionales le asignan al Tribunal Supremo de Elecciones la competencia de dictar la sentencia o sanción final en casos de denuncias contra los diputados ni contra los otros Miembros de los Supremos Poderes, ni permiten que sea cancelada la credencial de un diputado. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase que indica: "... sin perjuicio de lo que establece el artículo 68 de la Ley orgánica de la Contraloría General de la República." contenida en el Código Electoral, Ley No. 8765 de 19 de agosto de 2009, publicado en el Alcance 37 a La Gaceta No. 171 del 2 de septiembre de 2009. Se le da un plazo de treinta y seis meses a la Asamblea Legislativa para que dicte la reforma parcial a la Constitución Política y la reforma a su Reglamento para incorporar el deber de probidad como una causal de cancelación de credencial y otras sanciones. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. En lo demás, se declara sin lugar la demanda. El Magistrado Armijo Sancho y Pacheco Salazar salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Cruz Castro y la Magistrada Calzada Miranda ponen nota. CL Parcial

FAMILIA
9965-10. DIVORCIO. DETERMINACIÓN DE GUARDA, CRIANZA Y EDUCACIÓN DE LOS HIJOS EN CASOS DE DIVORCIO. Acción de Inconstitucionalidad en contra del  artículo 56 del Código de Familia. La norma se impugna en cuanto, en criterio del accionante, al indicar que en caso de divorcio el Tribunal determinará a cuál de los cónyuges confía la guarda, crianza y educación del menor, implica suspender parcialmente la patria potestad a uno de los progenitores, pese a que a priori ambos gozan de dichos deberes-obligaciones. Considera que el artículo impugnado violenta el principio de igualdad, ya que impone eliminar cualquier diferencia que pueda existir en el ejercicio parental de la patria potestad, los principios de razonabilidad y proporcionalidad en relación con los artículos 158 y 159 del Código de Familia que establecen las condiciones en que se da la terminación y suspensión de la patria potestad y el debido proceso, pues al nacer un niño que no viva con ambos padres, en el momento de un divorcio o en una separación de una unión de hecho, el artículo 56 del Código de Familia suspende parcialmente la patria potestad de uno de los padres de manera automática, convirtiéndose en una sanción automática. Estima que la norma transgrede también el principio de interés superior del menor, ya que es parte de este interés que el niño sea guardado, educado y criado por ambos padres, si ambos son idóneos para ejercer la guarda, crianza y educación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
INTIMIDAD
10320-10. INFORMACION EN INTERNET. ACTAS Y SENTENCIAS JUDICIALES. Alega el recurrente que en la Sala Constitucional se tramitó un recurso de Hábeas Corpus y la sentencia y las actas de votación, están en la  página de Internet del Poder Judicial. Estima que con la información que contiene el acta de votación cualquier persona puede consultar en la página de Internet de la Sala Constitucional los datos del recurso de hábeas corpus y cualquier ciudadano podrá tener acceso a su información. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
10629-10. INFORMACIÓN CREDITICIA. SE ORDENA ELIMINAR INFORMACION PERSONAL Y DOS REFERENCIAS CREDITICIAS. Alega el recurrente que se presentó a solicitar un crédito al banco, pero  apareció con malas referencias crediticias, por información suministrada por la empresa  Cero Riesgo Sociedad Anónima. Indica que debido a lo anterior se apersonó a la citada empresa a solicitar la eliminación de esa información, ya que era información completamente desactualizada; no obstante al  parecer sus datos en la página  de la recurrida  se encontraban completamente bloqueados, y seguía apareciendo las malas referencias crediticias, por lo que estima que al no actualizar sus datos mantiene los mismos en perpetuidad. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente de Cero Riesgo S.A., y al vicepresidente de esa empresa, eliminar de inmediato de la base de datos que dicha empresa mantiene sobre el recurrente, la información sobre su domicilio y las referencias crediticias de EL GALLO MAS GALLO y el BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL; deberá brindarle copia del registro debidamente corregido. CL

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
10121-10. DESAFILIACIÓN. NIEGAN TRÁMITE A SOLICITUD DE RETIRO. Reclama el recurrente que la amparada  laboró  para el Ministerio de Salud del cual renunció  para irse a laborar al Ministerio de Educación. Argumenta  que presentó su renuncia al Sindicato Independiente de Trabajadores Estatales Costarricenses (SITECO), sin embargo,  se percató que actualmente esa agrupación continúa practicándole rebajos por concepto de afiliación al Sindicato, razón por la que solicitó que se le desafiliara de la organización y se le reintegrara el dinero por concepto de afiliación que se le ha rebajado indebidamente; no obstante, se niega a dar curso a su solicitud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Sindicato Independiente de Trabajadores Estatales Costarricenses, en la persona de su Secretaria general, que en forma inmediata desafilie a la recurrente y realice las gestiones necesarias a efecto de que cesen las deducciones al salario de la recurrente por concepto de cuotas u otros aspectos concernientes al Sindicato recurrido. Asimismo, se ordena a la Secretaria General de SITECO, que devuelva a la recurrente, completa y efectivamente, los dineros que el Sindicato le hubiere retenido, con posterioridad a la fecha de su renuncia, en forma inmediata a la presentación del desglose correspondiente. CL
LIBERTAD DE PRENSA
10291-10. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. NIEGAN PUBLICAR RECTIFICACIÓN.  Alega el recurrente que el periódico recurrido hizo una publicación inexacta y agraviante,  la cual se publicó exactamente igual en  otros diarios  de circulación nacional. Manifiesta que dentro del término correspondiente solicitó rectificación de la publicación; sin embargo, se le denegó la recepción material del mismo y le indicó que la Sub Gerente de la empresa manifestaba que no le recibiría el documento porque no existía derecho de rectificación o respuesta, y que si quería aclarar lo que habían publicado, debía hacerlo por medio de un campo pagado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
11012-10. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA.  NO SE PUBLICA RECTIFICACIÓN. Alega  el recurrente que se publicó en el periódico La Nación un artículo donde se emitieron afirmaciones erróneas y malintencionadas, razón por la cual presentó ante la dirección del periódico recurrido una solicitud de rectificación y respuesta sobre los hechos expuestos en la misma, con el fin de ejercer su derecho de defensa, sin embargo, a la fecha su gestión no ha sido atendida. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se  declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta y Araya salvan el voto y declaran parcialmente con lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE TRANSITO
10105-10. AGUJAS.  UBICADA EN URBANIZACIÓN. Alega el recurrente que en una de las vías cantonales que se ubica en Río Oro de Santa Ana, misma que comunica con la Autopista Próspero Fernández, obstaculiza el libre tránsito a los vehículos que necesitan pasar por la zona, puesto que existe una aguja en la calle pública que conduce al Residencial Río de Oro por esa vía, a pesar de tratarse de la única entrada por esa calle. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal, y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad del Cantón de Santa Ana, remover de forma INMEDIATA, los obstáculos ubicados en la vía pública que restringen o limitan el acceso a la entrada de la Urbanización Río Oro, ubicado en el Cantón de Santa Ana. CL

10103-10. AGUJAS. UBICADA EN CALLE SIN SALIDA. Alega la recurrente que presentó ante la  municipalidad recurrida una queja en virtud de haberse instalado una aguja en  la Urbanización Altos de Granadilla, sobre una calle pública sin salida.  Señala que con posterioridad a la colocación de esa aguja, a las personas que no residan dentro de dicha Urbanización, no se les permite ingresar con sus vehículos a dicha calle,  y en caso de pretender hacerlo se les solicita todo tipo de datos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa a.i. de la Municipalidad de Curridabat, remover de forma INMEDIATA, al comunicado de la presente resolución, las agujas ubicadas en la vía pública que restringen o limitan el acceso de la Urbanización Altos de Granadilla. CL
10306-10. INGRESO A PLAYA. Alega el recurrente que  la Playa Balsal en Garabito, queda encerrada por  un grupo de propiedades y la mayoría de estas limitan a la playa. Menciona que existen una serie de portones con candado que impiden el acceso libre a  la misma, y la municipalidad  recurrida no ha realizado ningún tipo de gestión con el fin de mantener libre acceso a la zona marítimo terrestre. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

10104-10. VIAS PÚBLICAS. FALTA DE SEÑALIZACIÓN. Refiere el recurrente que tiene que transitar semanalmente  por el trayecto de Santa Elena de Santo Domingo de Heredia hasta el Río Sucio, el cual constantemente tiene una densa neblina. Explica que la carretera no está demarcada con las franjas correspondientes ni tiene dispositivos de luminosidad que orienten a los conductores. Indica que ese lugar tiene decenas de precipicios y sumamente peligrosa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes y de Presidente del Consejo de Administración del Consejo Nacional de Vialidad, que dicte las órdenes e instrucciones legales correspondientes, para que a más tardar, el 31 de diciembre de 2010, queden completamente terminados los trabajos de señalización vial en la Ruta Nacional N° 32 (San José-Limón), que garanticen la seguridad de los usuarios que por ella transitan. CL
10716-10. VÍAS PÚBLICAS. AUSENCIA DE ACERAS Y CUNETAS PONE EN PELIGRO VIDA DE TRANSEÚNTES. Manifiesta el recurrente que recientemente se inauguró la carretera que une las comunidades de Sabana Sur, Hatillos y Alajuelita, sin embargo, al concluirse la obra se omitió construir aceras, puentes peatonales, rampas de acceso para personas discapacitadas, gaviones y otros. Señala que las personas que se trasladan vieron interrumpido su paso, motivo por el cual, actualmente se utiliza una servidumbre que no reúne los requisitos mínimos para que las personas puedan transitar por el lugar. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, y al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, disponer lo necesario para que, de inmediato, se evalúe la seguridad peatonal en la ruta que une Sabana Sur, Hatillo y Alajuelita y se adopten las medidas correctivas necesarias, de lo cual deberán informar a la Sala en los tres meses siguientes a la notificación de esta sentencia. En cuanto a las Municipalidades de Alajuelita y San José, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
10107-10. PUENTES. SE ORDENA INSTALACIÓN. Manifiesta el recurrente que habita en la comunidad de Cerillos, perteneciente al cantón de Esparza de Puntarenas y, que para poder desplazarse de esa localidad, es necesario cruzar el puente colgante sobre el río Barranca, el cual se encuentra cerrado sin que hubiese un estudio técnico previo al cierre y perjudicando mucho a los vecinos de varias comunidades que sólo por esa vía pueden salir. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a  la Vice ministra de Infraestructura del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que adopte inmediatamente las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias, para que se concluya la instalación del puente metálico modular lanzable sobre el río Barranca, ruta nacional 742, San Jerónimo de Esparza. CL
9967-10. RESTRICCIÓN VEHICULAR. LIMITACIONES ESTABLECIDAS POR DECRETO, PARA EL TRANSITO DE VEHÍCULOS PESADOS Acción de Inconstitucionalidad en contra del Decreto Ejecutivo No. 34583-MOPT. La norma impugnada dispuso la restricción de la circulación de vehículos de carga pesada en zonas y horarios específicos de San José. Señala el recurrente que el Decreto en cuestión, lesiona la libertad de tránsito, los principios de reserva legal y debido proceso. Estima que solamente la Asamblea Legislativa, mediante ley debidamente promulgada al efecto, puede limitar el libre tránsito por las vías públicas y sancionar su incumplimiento. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia y citando los votos 9572-06, se consideró que el decreto impugnado no lesiona la libertad de tránsito ni quebranta el principio de reserva de ley pues está debidamente fundamento en el ordenamiento jurídico vigente. Tampoco viola los principios de razonabilidad y proporcionalidad, por lo que se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Calzada Miranda salvan el voto en relación con el principio de reserva de ley y ordenan dar curso a la acción. RF
MINORIAS
10224-10. INDIGENAS. NIEGAN AFILIACIÓN A ASOCIACIÓN. Indican los recurrentes  que  solicitaron a la  asociación recurrida su interés y se les negó la posibilidad de afiliación, aduciendo que nunca han formado parte de los procesos de desarrollo de ese territorio indígena. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena de Térraba de Buenos Aires, proceder a la afiliación inmediata de los amparados. CL
10219-10. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. TRADUCCIÓN EN PROGRAMAS DE TELEVISIÓN. Alega el recurrente  que en la transmisión del traspaso de poderes, las personas no oyentes se vieron limitadas de entender los discursos, pues una televisora privada, omitió asignar un traductor de señas o, bien, agregar subtítulos. Se declara con lugar el recurso. Se condena a Televisora de Costa Rica S.A. Se le advierte que no deberá incurrir en el futuro en omisiones como las que dieron mérito para declarar con lugar este amparo. CL
10179-10. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. INSTITUCIÓN PÚBLICA NO CUENTA CON PERSONAL ESPECIALIZADO EN LENGUAJE LESCO.  Alega el recurrente  que la institución recurrida no contrata personal capacitado en lenguaje de señas. Indica que es una persona con discapacidad auditiva y debido a que se le denunció por agresión física en contra su hijastro y no  contó con un funcionario que entendiera su forma de expresarse. Manifiesta que para esos fines solicitó al  recurrido un traductor de lenguaje de señas (Lesco) a lo que se le respondió que no se contaba con ninguna persona preparada para traducir. Acusa que toda esa situación se presentó debido a que la institución recurrida no cuenta con el personal capacitado en lenguaje de señas, y en su caso, al no poder comunicarse correctamente, se le acusó como agresor, cuando en realidad era todo lo contrario. Se declara con lugar el recurso. Con base en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a la  Presidenta Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia, que, en el futuro, debe tomar las medidas necesarias para que, cuando se atienda a una persona con discapacidad, se coordine su abordaje con respeto de sus necesidades especiales. CL

11351-10.  EXTRANJEROS. LIMITACIONES A EXTRANJEROS PARA OBTENER CONCESIONES EN ZONA MARITIMO TERRESTRE. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los incisos a), c), ch), d) y el último párrafo del artículo 47 de la Ley sobre la Zona Marítimo Terrestre, número 6043 del dos de marzo de mil novecientos setenta y siete y los incisos a), c), ch), d) del artículo 25 del Reglamento a dicha ley, emitido por Decreto Ejecutivo número 7841 del dieciséis de diciembre de mil novecientos setenta y siete. La normas se impugnan en cuanto las limitaciones que disponen en relación con los extranjeros son violatorias del derecho fundamental a la igualdad garantizado por la Constitución Política. Alega que las limitaciones y excepciones para ser concesionarios de la zona marítimo terrestre dispuestas en las normas cuestionadas, se basan en la nacionalidad y carecen de todo propósito o finalidad razonable. Pues sustentarlas en un fin de preservación del patrimonio nacional, sus riquezas naturales y los valores y principios costarricenses, contravendría el aprecio de la Constitución por la diversidad cultural y el incentivo que en esta materia supone la incorporación de extranjeros a la vida nacional. Además, al tratarse de propiedad del Estado y ser inalienable e imprescriptible, las concesiones son para el uso y disfrute de áreas determinadas de la zona restringida, por un plazo fijo, circunstancia que no varía en lo absoluto si la concesión recae sobre un nacional o un extranjero. Las medidas diseñadas por el legislador y seguidas en el Decreto Ejecutivo  a su juicio carecen de idoneidad y son gravemente desproporcionadas. Se DECLARA SIN LUGAR respecto del inciso a) de ambos artículos citados. La Magistrada Calzada salva el voto parcialmente y declara con lugar la acción en relación con el artículo 47 inciso a) de la ley y 25 inciso a) de Reglamento. SL

MUNICIPALIDAD
10525-10. DAÑOS A PROPIEDADES. POR PERMISOS OTORGADOS A EMPRESA URBANIZADORA.  Alega el recurrente  que su familia es dueña de dos inmuebles ubicados en  San Miguel, del Cantón de Naranjo y que una empresa constructora, realizó una serie de trabajos en un lote contiguo a su propiedad, dejando un talud que pone en peligro la estabilidad e integridad de las personas que viven en la cercanías, sin que la municipalidad haya hecho nada por arreglar el problema, a pesar de que fue el ente municipal quien dio los permisos sin un estudio ambiental. Se declara CON LUGAR el recurso, únicamente en contra de la Municipalidad de Naranjo. En consecuencia, se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Naranjo, adoptar en forma inmediata las medidas efectivas y necesarias para dar una solución definitiva al problema de lavado del terreno que se ubica en la zona de protección de la quebrada Las Palmas. CL
10696-10. DAÑOS A PROPIEDADES. POR LA FALTA DE CONSTRUCCIÓN DE UN MURO DE CONTENCION. Alega la recurrente que debido a los aguaceros su propiedad se ha venido lavando el terreno y hundiéndose debido a que es de topografía inclinada. Indica que debido a lo anterior  procedió a buscar ayuda económica o de materiales ante la municipalidad recurrida con el propósito de construir un muro de contención, pero fue remitido a la Comisión Nacional de Emergencias, quien realizó una inspección y comprobó la necesidad de urgencia de realizar las obras de contención en la que comprobó la situación y extendió un oficio dirigido al Alcalde recurrido, indica la necesidad y urgencia de realizar las obras de contención, las avaló y pidió tanto al Alcalde, como al Presidente de la Comisión de Emergencias, que atendiera las necesidades pero al respecto no se ha hecho nada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Tibás, que proceda a adoptar las medidas que sean necesarias para que, de manera inmediata, se realicen las obras necesarias a fin de solucionar el problema de deslizamiento de tierra que afecta la propiedad en que habita la recurrente, conforme a lo indicado por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias.  CL

10307-10. VIAS PÚBLICAS. NO SE ARREGLAN POR FALTA DE PRESUPUESTO. Manifiesta el recurrente que existen serios problemas en una calle que comunica la Urbanización Vistas del Valle con la carretera principal de Aserrí, la cual colapso por las constantes lluvias. El Alcalde aduce que no tiene presupuesto para el arreglo de la vía. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara SIN LUGAR el recurso. Tome nota el Alcalde de la Municipalidad de Aserrí de lo dispuesto en el considerando quinto de la sentencia. SL

10106-10. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE PUENTES.  Alega la recurrente que el puente para ingresar a la comunidad de Pilas de Canjel, se  encuentra en condiciones deplorables, que representa un serio peligro para los vecinos de la comunidad, sin que las autoridades públicas hagan nada al respecto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, al Alcalde Municipal de Nandayure y  al  Alcalde Municipal de Puntarenas,  que cada uno dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones, tomen las medidas necesarias y giren las órdenes que correspondan para que en el plazo de SEIS MESES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se concluya las obras de construcción del puente de ingreso a la comunidad de Pilas de Canjel, que ha sido objeto de este recurso. CL

10202-10. VIAS PÚBLICAS. SE ORDENA TERMINAR TRABAJO. Indica la recurrente que funcionarios del Instituto recurrido destruyeron un tramo de aproximadamente, trescientos metros de la carretera ubicada al este de la Escuela Sinaí, en Pérez Zeledón, lo que dificulta  el paso  peatonal y vehicular, poniendo en peligro la vida de los múltiples peatones que a diario transitan por allí. Se declara  con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Pérez Zeledón y a la Jefa de la Oficina Cantonal, del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados en Pérez Zeledón, disponer lo necesario para que en un plazo de TRES MESES, a partir de la notificación de esta resolución, se finalicen los trabajos de reparación de la calle pública en Barrio Sinaí de Pérez Zeledón. CL

10626-10. VIAS PÚBLICAS. COLOCACIÓN DE MUPIS. Manifiesta el recurrente que el lugar  donde  se ubican  los cementerios Obrero y General, en la acera norte, se colocaron frente a las tapias de ambos  paradas  de autobuses que son verdaderos atentados contra la seguridad de los ciudadanos, puesto que a pesar de que la acera no supera los dos metros de ancho, el parabas colocado abarca parte de la acera, lo que significa que para los transeúntes casi no existe espacio para transitar, lo que se pone en riesgo la vida de los transeúntes, ya que deben pasar entre el parabas y el filo del caño. Señala que para hacer más peligrosa la circulación de los transeúntes en ese lugar, sobre el caño que es muy profundo se construyó una especie de tapa para que las personas puedan pasar, pero la exponen a un gran peligro, porque ahí los vehículos circulan a mucha velocidad. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al  Alcalde Municipal y al  Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de San José, proceder a reubicar el mobiliario urbano de información (mupis) colocado en las tapias de los Cementerios Obrero y General de San José. CL
11180-10. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS EN URBANIZACIÓN POR IRRESPETO A LAS ZONAS VERDES POR PARTE DE LOS VECINOS. Los recurrentes alegan que en la Urbanización Don Carlos las construcciones impiden el paso de los peatones por la acera, en vista de que los vecinos edifican sus casas de habitación, sin respetar las zonas verdes demarcadas en los planos de la Urbanización La Lupita. Señala también que este problema ha generado inundaciones en las zonas bajas por la falta de filtración de las aguas pluviales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Goicoechea, proceder de manera inmediata a adoptar las medidas que sean necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, pero ejerciendo coordinación con quien corresponda, a fin de que a más tardar en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, exista una solución definitiva a los problemas denunciados por los recurrentes. CL

11206-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE MAL ESTADO DE LAS CALLES, PUENTES, ACERAS Y ALCANTARILLAS. Alegan los recurrentes que son vecinos del cantón de Mora y que la calle denominada calle del Achiotal requiere ser asfaltada ya que se encuentra en mal estado, además indican que debido a las construcciones de tapias, y colocación de verjas y otros que se han realizado en el lugar, se ha ido metiendo dentro de la vía pública estrechando el ancho de la vía e impidiendo el paso a personas con alguna discapacidad. Manifiestan que el puente tiene notorios signos de deterioro, lo que implica que en caso de que tenga que repararse o darle mantenimiento, se tendría que cerrar el paso dejando a las personas que habitan en ese sitio incomunicadas; además que en época lluviosa se generan problemas de estancamiento y desbordamiento del agua por falta de alcantarillado, provocando el deterioro de la calle. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal Suplente del Cantón de Mora,  a) responder la denuncia presentada por los amparados el veinticuatro de agosto de dos mil siete en el improrrogable plazo de QUINCE DIAS contado a partir de la notificación de la sentencia y b) ejercer las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias a efecto de dar solución al problema del mal estado de la calle localizada en la Ruta Cantonal codificada según los registros del Ministerio de Obras Públicas y Transportes bajo el código C 1-07-005, en el improrrogable plazo de un año contado a partir de la notificación de esta sentencia. Para esos fines se ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad del Cantón de Mora, si no incluyen la partida respectiva para cumplir con lo antes ordenado, dentro del marco de las competencias respectivo. CL
11183-10. VÍAS PÚBLICAS. COLOCACIÓN DE HIDRANTES. Manifiesta el recurrente que es vecino del Concepción de La Unión, Residencial Monserrat y que frente a su casa se instaló un hidrante, pero al poco tiempo de instalado desapareció. Indica que consultado al respecto, el desarrollador del proyecto residencial quien indicó que él hizo entrega del mismo a la Municipalidad de La Unión. Se declara CON LUGAR el recurso, únicamente contra la Municipalidad de La Unión. Se le ordena a l Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo Municipal ambos de la Municipalidad de La Unión respectivamente, que procedan de INMEDIATO a suplir la instalación del cabezote del hidrante que se encuentra ubicado 250 metros al oeste del Residencial Monserrat, frente a la casa N° 87 así como a reparar y poner en las mejores condiciones operativas, el hidrante que se ubica 150 metros al norte de la entrada a la urbanización, a fin de que ambos queden en perfecto estado de uso y funcionamiento.

10229-10. ALCANTARILLADO SANITARIO. MANTENIMIENTO. Reclaman los recurrentes que son propietarios de un inmueble situado en Ciudad Colón, propiamente en el Barrio Santa Cecilia, el cual se encuentra frente a la carretera Ciudad Colón-Puriscal  y, que el Ministerio recurrido no ha realizado  los trabajos de mantenimiento en la caja de registro ni en los desfogues de aguas, desde hace más de cuarenta años. Agregan que el estado actual del alcantarillado representa un peligro inminente para sus vidas y salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Viabilidad y al Alcalde Municipal del Cantón de Mora, que inmediatamente dispongan dentro del ejercicio de sus competencias, de las acciones que sean necesarias para coordinar y resolver definitivamente el problema denunciado por los recurrentes por medio de una acción interinstitucional en el plazo de cuatro meses. CL

10116-10. ALCANTARILLADO SANITARIO. DESBORDAMIENTO DE AGUAS NEGRAS.  Reclama el recurrente que en la localidad de San Miguel de Desamparados, Urbanización Girasol, existe un serio problema por la descarga de aguas negras en las alcantarillas cercanas, las cuales se obstruyen y las cajas de registro se rebalsan, generando un serio problema de salud pública; sin que las autoridades pertinentes le den una solución  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena ala Alcaldesa y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Desamparados, al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y a la Ministra de Salud, adoptar, DE MANERA INMEDIATA Y COORDINADA, las medidas pertinentes que se encuentren dentro de la esfera de sus competencias a efecto que se solucione, DE FORMA DEFINITIVA, el problema de contaminación producido por el desbordamiento de aguas negras en la Urbanización Girasol de San Miguel de Desamparados. CL

11199-10. PERMISOS. FUERON OTORGADOS POR EL CONCEJO MUNICIPAL DENTRO DE FUENTES ACUÍFERAS EN MOÍN. Alega el recurrente que una empresa privada está construyendo un patio de contenedores, cerca de río Banano que es una zona de recarga de las nacientes de Moín. A pesar de que la Municipalidad de Limón le negó el uso de suelo solicitado para estacionamiento de trailer, con base en un estudio realizado por el A y A; posteriormente el Concejo Municipal aprobó patente de predio de contenedores a favor de la empresa, sin contar con el visto bueno del Departamento de Ingeniería Municipal. Se declara con lugar el recurso en contra de la Municipalidad de Limón y de Thermoservicio Sociedad Anónima. a) Se anula la patente conferida por el Concejo Municipal de Limón en sesión ordinaria N° 20 del 17 de setiembre de 2008, artículo V, inciso b).  Se ordena al Alcalde en ejercicio y Presidente del Concejo Municipal de Limón, disponer lo necesario para que, de inmediato, se determine, con auxilio del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, los efectos actuales de la actividad que se desarrolla en la propiedad inscrita en el Partido de Limón, al folio real #029632-000, sobre la zona de recarga de las nacientes de Moín y adopten medidas de protección de la zona, de ser necesario. c) Adicionalmente, deben los funcionarios indicados establecer si las obras y actividad del inmueble dicho cuentan con las autorizaciones municipales pertinentes. d) De los resultados de estas indagaciones deberá informar a la Sala en el mes siguiente a la notificación de esta sentencia. En cuanto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
NOTARIADO
11347-10. SANCIONES. SUPENSIÓN DE LA FUNCIÓN NOTARIAL E INTERRUPCIÓN DE LA PRESCRIPCIÓN.  Acción de Inconstitucionalidad  en contra del artículo 144 inciso e) y 164 del Código Notarial. Ley 7764. La norma permite que se suspenda a los notarios de uno a seis meses, cuando incumplan alguna disposición, legal o reglamentaria, que les imponga deberes u obligaciones sobre la forma en que deben ejercer la función notarial. Asimismo, se indica que la prescripción se interrumpe por la notificación de la denuncia al notario, una vez practicado este acto y mientras se tramita el proceso, no correrá plazo de prescripción alguno.  Sobre el tema, se citan las sentencias 14281-2009, 6320-2003, 6472-96, 1797-97, 4432-97, 8390-97, 8790-97, 4397-99, 1794-99, 2000-2000, 2001-0856 y 2006-2228 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF

PENSIONES ALIMENTARIAS
11490-10. IMPEDIMIENTO DE SALIDA DEL PAÍS.  SE ARCHIVA EL ASUNTO SIN LEVANTAR EL IMPEDIMENTO. Reclama el recurrente  que dentro del proceso de pensión alimentaria que se sigue en su contra se ordenó el impedimento de salida del país. Indica que en la actualidad todos los beneficiarios son mayores de edad,  por lo cual la actora ya no tiene legitimación para continuar en representación de sus hijos. Alega que el Juzgado recurrido omitió prevenirle al beneficiario para que se apersonara, con el fin de ratificar lo actuado, o indicar si deseaba o no continuar con el proceso; en su lugar envió el expediente al archivo judicial para que fuera definitivamente archivado, sin cancelar su impedimento de salida del país. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Juzgado Contravencional y de Pensiones Alimentarias del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, resolver de manera pronta y oportuna la prevención efectuada mediante resolución del mismo despacho de las once horas cincuenta y un minutos del 23 de junio de 2010, para que de conformidad con lo establecido en esta sentencia, se ordene el levantamiento del impedimento de salida del país dictado contra el tutelado, si otra causa no lo impide. CL

9775-10. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Alega el recurrente que en su contra se tramita proceso de pensión alimentaria en donde se le impuso una pensión provisional de quinientos mil colones mensuales a favor de su hijo. Añade que contra esa fijación provisional, la actora interpuso recurso de apelación, el cual fue revocada, en cuanto al monto provisional de alimentos fijado y lo estableció en la suma de un millón trescientos mil colones mensuales. Estima que esa resolución por la cual se varió el monto de la pensión provisional carece de fundamentación y objetividad. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución de las trece horas y treinta y cinco minutos del 4 de enero del 2010 dictada por el Juzgado de Familia de Cartago, en el proceso de pensión alimentaria interpuesto en contra del tutelado. Adicionalmente, se anulan las resoluciones de las 13:45 del 17 de febrero del 2010, 11:30 del 24 de marzo del 2010, y 9:53 del 28 de abril del 2010, por medio de las cuales la referida autoridad jurisdiccional decretó apremio corporal en contra del amparado. CL

9789-10. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Reclama el recurrente que fue condenado al pago de una pensión alimentaria retroactiva a favor de la actora por el monto de ¢3.768.722.00. Señala que la citada resolución le otorgó un plazo de cinco días para hacer el depósito del monto indicado bajo el apercibimiento de decretar apremio corporal en su contra, lo que constituye una clara amenaza a su libertad. Aduce que en relación con ello, la actora recurrió a la vía ejecutiva para el cobro de la deuda, y se procedió a embargar un vehículo de su propiedad. Considera que la amenaza judicial a su libertad es inminente, pues otorga un plazo y establece un monto a depositar como requisito para no decretar el apremio corporal y ni siquiera lo condiciona a la petición de la parte actora como lo exige la ley. Se declara con lugar el recurso, por la amenaza de la libertad de tránsito. De la sentencia No. 537-10 de las 08:00 hrs. de  4 de mayo de 2010, dictada por el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de San Rafael de Heredia, se anula, solamente, la siguiente frase: (...) bajo el apercibimiento de decretar apremio corporal en su contra (...). Se ordena al  Juez Contravencional y de Menor Cuantía de San Rafael de Heredia, que se abstenga de incurrir en los hechos que dieron mérito para acoger el presente proceso de hábeas corpus. CL

PODER EJECUTIVO
9795-10. PRESUPUESTO. OMISIÓN DE INCLUIR PARTIDA PRESUPUESTARIA PARA EL INVU. Alega el recurrente que de conformidad con la Ley Orgánica del INVU, la institución tiene plena potestad para presupuestar como propios los recursos que reciba de cualquier institución o fondo estatal, con la debida aprobación de la Contraloría General de la República, y asignarlo a los programas y actividades propias. Afirma que el Poder Ejecutivo ha omitido incluir en el presupuesto, una subvención por una suma no menor de 8.000.000 y que cada año debe ser adecuada y calculada de conformidad con los índices de inflación, lo que está dejando sin contenido económico determinados programas destinados a la prestación de servicios públicos cuyo disfrute contribuye a satisfacer derechos individuales y sociales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz lo declaran con lugar con sus consecuencias. SL
11213-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA CONCLUIR OBRA DE INFRAESTRUCTURA DEL PUENTE  METÁLICO SOBRE EL RÍO BARRANCA. Indica el recurrente que vive en Cerillos de Esparza, Puntarenas y para desplazarse a otros puntos del país solo tienen una vía de acceso viable para vehículos livianos la cual es cruzando el puente colgante sobre el río Barranca, que une Esparza con las comunidades de San Jerónimo, Cerillos y Peñas Blancas, sobre el cual se ordenó el cierre definitivo, sin que se les de una solución definitiva sobre el camino de salida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad y al  Ministro de Obras Públicas y Transportes,  adoptar, inmediatamente, las medidas que sean necesarias dentro del ámbito de sus competencias, para que se concluya la instalación del puente metálico modular lanzadle sobre el río Barranca, ruta nacional 742, San Jerónimo de Esparza. CL 

11228-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA REPARACIÓN DE CARRETERA.   Alegan los recurrentes que la Ruta Nacional de Santa Elena de Pittier-Gutiérrez Brow, Coto Brus, Puntarenas, es una vía en lastre que se encuentra totalmente deteriorada debido a la gran cantidad de lluvias que caen en la zona, la suavidad del terreno y la falta de mantenimiento. Acusa que debido a las condiciones en que se encuentra la vía, no es posible el ingreso de vehículos policiales, de emergencias y transporte público, a varias comunidades, lo que pone en peligro la salud y la vida de los vecinos y las autoridades no hacen nada por arreglar el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva del Consejo Nacional de Vialidad, que gire las órdenes y emita las instrucciones respectivas para que la ruta nacional número 612 sea reparada dentro del plazo de tres meses contado a partir de la comunicación de la parte de dispositiva de esta sentencia. CL

11248-10. VÍAS PÚBLICAS  CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA DE CARRETERA SAN JOSE - CALDERA. Indica  la recurrente que en la nueva autopista San José-Caldera se cobran muchos peajes y muy caros, por lo que ellos utilizan las vías alternas, como Coyolar, Santa Rita y otras de Orotina que se encuentran en pésimo estado. Acusa que a esas vías el ministerio recurrido no les da mantenimiento.  Refiere además que la autopista a Caldera representa un peligro para ellos, pues por las condiciones de la vía se desprenden muchas piedras, situación que atenta contra su vida y la de los conductores que por fuerza mayor deben transitar por esa ruta. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

PRIVADOS DE LIBERTAD
10151-10. ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MEDICA EN HOSPITAL PRIVADO. Alega el recurrente que  luego de ser atendido en la Clínica del Centro recurrido, fue llevado en estado de emergencia debido a fuertes dolores al Servicio de Urología del Hospital San Rafael de Alajuela, sin embargo, no se le asignó cita por no tener agenda. Indica que ante esa situación, su familia consiguió una cita privada en el Hospital Cima, la cual perdió ya que ese día no había transporte. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que realice las diligencias necesarias para que el recurrente reciba la atención médica que requiere. En cuanto al Hospital San Rafael de Alajuela se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

10143-10. ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MEDICA EN HOSPITAL PRIVADO. Reclama el recurrente que se encuentra privado de su libertad en el Centro de Atención Institucional recurrido y que se le han programado varias citas en la Clínica Bíblica a fin de que se le realizaran varios exámenes médicos que requiere, no obstante, no pudo atender la misma, ya que no fue trasladado a ese centro médico por parte de las autoridades competentes.  Manifiesta que el problema que enfrenta es que día a día su padecimiento empeora, mientras tanto, los recurridos no han procurado ni siquiera reprogramar dicha cita a fin de que se le traslade efectivamente a la Clínica Bíblica a fin de que finalmente se le realicen los pretendidos exámenes. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que realice las diligencias necesarias para que el recurrente reciba la atención médica que requiere. CL
11187-10. ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MÉDICA. Refiere  el recurrente que se encuentra privado de libertad y que  llevaba  un  un control por cáncer de próstata, el cual perdió debido a su privación de libertad. Alega que a consecuencia de su situación no tiene el tratamiento que necesita, ni la atención médica especializadaSe declara  parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital San Rafael de Alajuela, adoptar las medidas que sean necesarias, dentro del ámbito de sus competencias, para que de manera inmediata se le brinde atención médica, los medicamentos y los pañales de adulto mayor que requiere el privado de libertad quién sufre de incontinencia urinaria y cáncer de próstata. CL

10124-10. HACINAMIENTO.  MALAS CONDICIONES DE CENTRO PENITENCIARIO DE LIBERIA.  Indica la recurrente que en  el Centro de Atención Institucional Calle Real de Liberia, en  los módulos Dl-A y Dl-B, han sido ubicados privados de libertad sentenciados. Cada uno de estos módulos tiene capacidad para albergar ochenta y ocho privados de libertad, sin embargo, en el módulo Dl-A están internadas ciento cincuenta y nueve personas, mientras que el módulo Dl-B hay ciento cuarenta y nueve.  Dado lo anterior existe un grave problema de hacinamiento en dichos módulos, en donde algunos privados de libertad duermen en el suelo, en colchonetas que se encuentran en muy mal estado, y algunos hasta en los baños. Se declara con lugar el recurso. Conforme a lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley de Jurisdicción Constitucional. Se le ordena al Director del Centro de Atención Institucional Calle Real, y al Ministro de Justicia y Paz a.i, tomar las medidas necesarias para abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso. CL
9864-10. VISITAS. REQUISA DE MENORES EN CENTROS PENITENCIARIOS.  Indica el recurrente que los amparados son personas menores de  doce años, quienes se presentaron al Centro de Atención Institucional La Reforma para visitarlo. Manifiesta que cuando los menores amparadas estaban haciendo la fila para ser "requisados" por personal femenino, fueron trasladados a la línea de los hombres, poniendo en riesgo tanto la integridad de los niños como de su compañera sentimental. Alegan que en el centro recurrido, existe un memorando en cual se ha estipulado que los menores de edad, sólo pueden ser revisados por las señoras requisadoras.  Se declara con lugar el recurso únicamente por la omisión de contar con directrices sobre la requisa de los menores de edad que visitan los centros penitenciarios. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, disponer lo necesario para que se emitan, en el mes siguiente a la notificación de esta sentencia, las pautas generales sobre el tema en relación con el Centro que dirige. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL

10636-10. VISITAS. LIMITAN INGRESO DE  HIJOS MENORES A  CENTRO PENITENCIARIO.  Reclama el recurrente  que  el Instituto Nacional de Criminología, restringe el ingreso de menores a los Centros de Atención Institucional, a sólo tres niños por cada privado de libertad. Refiere que es padre de cinco menores de edad  y como respuesta a su nota en la que requirió se permitiera la visita conjunta de sus  hijos, le fue denegada su petición aduciendo la existencia de una directriz. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Director del Instituto Nacional de Criminología, tome las medidas necesarias para que el amparado, privado de libertad, pueda reunirse con sus cinco hijos menores de edad durante el tiempo y fecha asignados para las visitas en el centro de reclusión en que se encuentre. CL
11306-10. VISITAS. NIEGAN INGRESO POR TRATAR DE INGRESAR CON DROGA A CENTRO PENITENCIARIO. Alega el recurrente que a su compañera sentimental se le ha prohibido  el ingreso para la visita, debido a que se demostró que trató de ingresar droga al Centro Penitenciario.  Manifiesta que de manera arbitraria  los recurridos le han prohibido el ingreso, así como la visita conyugal. Con bases en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
11317-10. TRASLADO. NO SE ACATA ORDEN DEL TRIBUNAL DE TRASLADO POR RAZONES DE SALUD. Alega el recurrente que es portador de VIH+ y que padece, entre otros, de diabetes mellitus, hipertensión arterial y cálculos renales. Debido a estas circunstancias, requiere que le sean proporcionados, en forma adecuada, una atención médica regular y una dieta balanceada, cuidados que, no se le brindan en el centro institucional donde se encuentra privado de libertad. Señala además que recientemente, el Tribunal Penal de Juicio de Heredia recomendó, por razones de salud, el traslado del amparado a otro centro penitenciario pero a la fecha, no se ha ejecutado esa reubicación. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena a la Directora del Centro de Atención Institucional Pococí y al Director General de Adaptación Social, adoptar inmediatamente, las medidas que correspondan para cumplir lo dispuesto por el Tribunal Penal de Heredia en el Voto No.181 de las 11:00 horas de 21 de mayo de 2010. CL Parcial

11318-10. LIBERTAD CONDICIONAL. ATRASOS EN LA VALORACION PSICOLÓGICA. Alega el amparado que está descontando una pena en el Centro de Atención Institucional La Reforma y tiene derecho a la petición de libertad condicional, la cual solicitó; no obstante, le indicaron que debe demostrar que ha cumplido con el tratamiento que se establece en la normativa respectiva, lo que no ha podido hacer, en razón de que no hay psicólogos en el Departamento de Psicología Forense del Poder Judicial, que determinen si el imputado tiene autocontrol de sus impulsos y si ha modificado sus modos de conducta. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Comuníquese a todas las partes. SL
SERVICIOS PUBLICOS
10708-10. AUMENTO DE TARIFAS. PARTICIPACIÓN CIUDADANA.  Aduce la recurrente que la autoridad recurrida convocó a una audiencia pública para discutir la solicitud para la fijación de tarifas de la ruta planteada por la empresa Coopemoravia R.L. Señala  que para la citada audiencia no observó los plazos legales para la convocatoria, ni la participación de los ciudadanos para presentar sus oposiciones.  Se declara con lugar el recurso. Se anula convocatoria realizada por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos para conocer aumento tarifario planteada por COOPEMORAVIA, para aumentar la tarifa de la ruta 40MB, descrita como San José-Moravia-Ramales y corredores comunes de las rutas 40, 41, 42 y 43 tramitadas en el expediente ET-29-2010. Se ordena al Regulador General de los Servicios Públicos, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se señale una nueva fecha para la audiencia pública referente al aumento tarifario indicado, así como que se publique la convocatoria dentro de un plazo razonable. CL
10640-10. SERVICIO DE AGUA. SUSPENDIDA SIN JUSTIFICACIÓN.  Alega el recurrente que si justificación alguna, se le suspendió el servicio de agua potable en su vivienda. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director en la Región Brunca, del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que en forma inmediata, gire las órdenes y disposiciones correspondientes, para que Acueductos y Alcantarillados le reconecte al amparado, si es necesario, con el auxilio de la Fuerza Pública, el servicio de agua que ilegítimamente le fue cortado. Asimismo, se le ordena al presunto propietario de la finca en que se ubica el tanque de almacenamiento de agua de la ASADA de la Hortensia de Páramo de Pérez Zeledón, permitir y bajo ningún concepto interrumpir el funcionamiento de la tubería que abastece de agua al amparado; esto último mientras no exista orden firme de autoridad jurisdiccional competente que disponga otra cosa. En lo demás se desestima el amparo. CL Parcial 

10796-10. SERVICIO DE AGUA. SUSPENDEN SERVICIO POR FALTA DE PAGO. NOTIFICACIÓN AL DEUDOR. Alega el recurrente que omitió pagar la factura de agua correspondiente a mayo  de este año, por lo que se le fue desconectado el servicio. Señala que se presentó a pagar lo adeudado, más la reconexión, pero que en  el lapso de tiempo que transcurrió entre el momento en que el servicio fue suspendido y no funcionaba la fuente pública de agua de ese sector. Se rechaza por el fondo el recurso en cuanto se pretende que la institución recurrida realice una notificación formal previa a desconectar el servicio, y que lo restablezca inmediatamente después que un cliente moroso cumple con el pago. Se rechaza de plano el recurso en cuanto el recurrente pretende que se otorguen diez días después de la fecha de vencimiento para pagar; que se ordene al Instituto recurrido que debe establecer una fuente pública a no menos de cien metros de toda vivienda afectada con la suspensión del servicio, que la institución no acumule morosidades por sectores para suspender los servicios y que no debe cortar el suministro sin comunicar dónde está la fuente pública de agua más cercana. En lo demás, se da curso al amparo. RF y RP

10333-10. SERVICIO DE INTERNET. NIEGAN INSTALACIÓN.  Reclama el recurrente que el ICE, le denegó el servicio de Internet (Acelera), con el argumento de la distancia de su residencia al puerto de acceso.  Asegura  que un vecino  cercano que lega que un vecino de la misma urbanización  en la cual vive, goza de dicho servicio. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
10627-10. SERVICIO DE INTERNET. SE NIEGA INSTALACIÓN POR SER UNA ZONA MARGINAL. Aduce la recurrente  que se presentó a una Agencia del ICE el servicio de Internet  para su casa de habitación, ubicada en León XIII; sin embargo  le indicaron que el servicio no se lo instalaban debido a que reside en una zona marginal y no pueden entrar al sector. Se declara CON lugar el recurso, en consecuencia se le ordena al Jefe de la Agencia del ICE San José, girar de inmediato las órdenes que correspondan al ámbito de su competencia para proceder a brindarle a la recurrente el servicio de Internet solicitado, sea mediante el sistema de ADSL o sea mediante el dispositivo datacard, según la conveniencia de la recurrente y conforme ella lo decida. CL

10128-10. SERVICIO DE TREN. SE ORDENA NO COBRAR TRANSPORTE A PERSONAS ADULTAS MAYORES. Refiere el recurrente que se publicó en un periódico de circulación nacional que la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos no exonerará a los adultos mayores de pagar sus pasajes de tren bajo el argumento de que el INCOFER, al presentar una solicitud en ese sentido, no cumplió los requisitos de rigor al no aportar información que era necesaria para el trámite, de modo que el expediente fue archivado.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Ferrocarriles y a la Viceministra de Transporte Terrestre y Seguridad Vial,  que, de inmediato, lleven a cabo de manera coordinada, las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias, para que se inicien los trámites a efecto de que las personas adultas mayores puedan viajar en forma gratuita en los servicios de transporte público colectivo remunerado de personas, modalidad trenes. En lo que respecta a la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, se declara sin lugar el recurso. CL 
SEGUROS
10701-10. SEGURO VOLUNTARIO. NIEGAN PAGO DE SUBSIDIO DE INCAPACIDAD. Aduce el recurrente que cotiza para la Caja Costarricense de Seguro Social como asegurado voluntario. Explica que fue incapacitado  y sin embargo, la institución recurrida se niega a pagarle esa incapacidad.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe Administrativo de la Sucursal de la Caja Costarricense del Seguro Social en Guadalupe, que tome las medidas y gire las instrucciones que sean precisas para que al recurrente le sea cancelado el subsidio por incapacidad que en su oportunidad le fue denegado y que corresponde al periodo comprendido entre el 18 de marzo al 11 de abril del 2010, dentro del plazo de DIEZ DÍAS contado a partir de la notificación de esta resolución. CL






